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			Presentación

			Ocho meses, casi 300 descargas digitales y dos presentaciones presenciales después, Cuadernos de Estudiantes ha dado pasos importantes para consolidarse como una plataforma de acceso abierto que permite visibilizar investigaciones de personas que han estudiado e investigado en nuestra universidad. Esta iniciativa hace posible, primero, democratizar las oportunidades de publicar sin perder rigor académico y editorial; segundo, conocer el punto de vista de personas que se interesan y proponen ideas frescas en temas sobre medioambiente, género, derecho, violencia y política diplomática (por mencionar solo este número); y tercero, facilitar el acceso libre del público lector a este conocimiento socialmente relevante.

			El tercer volumen de la serie tiene, además, un valor agregado: combina los resultados de investigaciones de las escuelas del IAEN con las herramientas adquiridas en el curso abierto de escritura académica que impartimos el verano pasado. Los temas no solo eran interesantes, sino que se exponían y discutían en clase, mientras que los textos se afinaban mediante intercambios tutoriales que perfeccionaban las ideas y su comunicabilidad. 

			Es así como presentamos, en primer lugar, “Impactos de la concesión minera en la comunidad San Nicolás (Imbabura)” de Byron Andrade. Su enfoque aborda la disputa inherente a la extracción de recursos minerales, que si bien genera recursos económicos muy necesarios, también degrada el ambiente y, a mediano plazo ¾cuando los minerales se agoten¾, compromete la posibilidad de desarrollar otras actividades productivas como la agricultura o el turismo. Además, afecta la calidad del ambiente. Para Andrade, una de las posibles soluciones a esta paradoja es desarrollar políticas públicas que establezcan “medidas de adaptación que mitiguen los efectos negativos y fomenten un desarrollo sostenible en la zona [para] que las comunidades encuentren un sustento económico [que no comprometa] el medioambiente” (2025, p. 13).

			

			Un mérito de este artículo es su aproximación metodológica. Combina recursos cualitativos, como el levantamiento de testimonios y puntos de vista, con mecanismos cuantitativos, como el uso de un software para analizar los resultados. La evidencia confirma el problema del deterioro ambiental, pero las entrevistas a la población también son una fuente de soluciones al problema, entre las que “se destacaron iniciativas como campañas de concienciación ambiental […] siembra de plantas nativas y [esquemas] de soberanía alimentaria” (2025, p. 13). La solución debe ser pragmática y participativa. El autor propone mayor educación ambiental para los trabajadores de la mina (incluso para los dueños) y la comunidad, además de una mejor gestión técnica de la mina y mantenimiento vial.

			En el segundo artículo, “Masculinidad como factor de riesgo: pertinencia de una política preventiva para incidir a largo plazo”, Ángel Manzo propone una diversificación del modo en que se entienden los problemas de género. Reconoce la compleja y muy extensa problemática que afecta a mujeres y niñas, pero añade que una manera de ampliar la compresión de este tema es exponer que los varones también reproducen, por razones equivocadas, roles culturales que los empujan a situaciones que promueven jerarquías y escenarios propensos a desencadenar eventos de violencia. Sobre la pista de Bourdieu, señala que la dominación masculina genera problemas evidentes, pero que una manera de llegar a una solución es mostrar que no todas las masculinidades son iguales.

			El personal que en números más altos se enlista en los ejércitos y participa en guerras, la mayoría de las personas víctimas de la violencia del crimen organizado y el índice más elevado de suicidios por problemas de salud mental corresponden a los hombres. El autor señala que los parámetros de masculinidad que se han generalizado son nocivos para este grupo poblacional y que, por ello, los entramados sociales que sostienen una masculinidad hegemónica deben cuestionarse. Una adecuada política pública debe vincular “a los varones [con] una hoja de ruta que [permita] la formación de masculinidades positivas, trabaje con [varones de todas las edades] y posibilite espacios y leyes que promocionen el autocuidado, el cuestionamiento y la participación de los hombres en los procesos de igualdad de género” (2025, p. 43).

			El trabajo de Hugo Merchán-Arias confirmaría que las situaciones de adicción de personas sin hogar tienen como protagonistas, en mayor volumen, a hombres. “Fentanilo y xilacina: efectos en habitantes de calle. Una revisión sistemática” expone el creciente problema de las drogas sintéticas de bajo costo. Una situación de pobreza se agrava severamente si las personas en ese estado recurren a la evasión mediante fármacos. Es un círculo vicioso difícil de romper. Hombres marginados, física y socialmente, no acceden con facilidad a apoyo, y en ese entorno la dependencia al fentanilo deteriora su salud en un lapso bastante corto. La muerte entre los consumidores no es infrecuente y, dado que la droga tranq mezcla de manera inconsistente diversas sustancias, tampoco es sencillo definir un parámetro de atención médica.

			La investigación de Merchán-Arias tiene como escenario ciudades de EE. UU., pero su propuesta de abordaje del problema puede transversalizarse a otras localidades donde el consumo de sustancias de bajo costo, como pegamento o residuos del procesamiento de otras drogas, es un problema considerable entre jóvenes mayores. Según su estudio, los programas de salud necesitan prevenir el consumo e intervenir sobre los efectos de esta droga con protocolos “desintoxicación, abstinencia, rehabilitación y de atención psicológica” (2025, p. 58). Asimismo, las personas sin hogar necesitan verse libres de discriminación mediante políticas socioeducativas, comunitarias y familiares, así como a través de procesos de  reinserción social de manera integral (Ibid.).

			Tanto la llegada del hacker australiano Assange a la Embajada del Ecuador en Londres como la retención y traslado del exvicepresidente Glas desde la Embajada mexicana en Quito tuvieron tintes de eventos cinemáticos. Carolina Subía-Cabrera discute en “El contenido y alcance del asilo diplomático en Ecuador: los casos de Julian Assange y Jorge Glas” la fragilidad de la normativa diplomática respecto de decisiones y líneas de acción afectadas por criterios subjetivos. Son situaciones diferentes, pero en ambas se consideró al asilo diplomático como un recurso mediante el cual los países brindan protección a individuos, bajo la premisa de que esa protección es invulnerable. Los Estados, en efecto, acuerdan respetar esos refugios seguros, a despecho de la gravedad de la situación imperante (guerras, dictaduras).

			No obstante, la autora reconoce que, en ambos casos, los Estados interpretaron con laxitud el sentido del asilo diplomático. En el caso de Assange, el asilo se concedió, tanto por su situación con la justicia estadounidense como por una coyuntura política específica. Cuando la Policía británica irrumpió en la sede diplomática, el asilo ya había retirado, aunque la circunstancia del australiano no había cambiado con respecto a la intención de Washington. En el caso del exvicepresidente Glas, este había sido sentenciado por la justicia ecuatoriana y, por lo tanto, la Embajada de México no podía haberle otorgado el asilo; sin embargo, a pesar de esta irregularidad, Ecuador tampoco tenía bases para vulnerar la sede diplomática. El resultado de estos acontecimientos fue la ruptura de relaciones diplomáticas entre Ecuador y México. Frente a esto, la propuesta de la investigación es que los Estados establezcan “criterios comunes respecto de cómo, cuándo y por qué procede la concesión de asilo diplomático [que sirvan] de insumo cuando existan discrepancias entre [los Estados involucrados]” (Subía-Cabrera, 2025, p. 58).

			Quizá una de las fallas de origen del Estado Ecuatoriano es que, desde su concepción, se imaginó una estructura institucional que no tomó en cuenta las diferencias y diversidad de las personas que habitaban ese territorio. “El rol de la justicia indígena en la jurisdicción penal ecuatoriana”, puede ser un indicador de ese problema. Jhony Toaquiza señala que ¾si bien tardíamente¾ la Constitución de 2008 “creó competencias jurisdiccionales para que las autoridades de los pueblos indígenas solucionen conflictos internos, aplicando normas y procedimientos propios de su localidad” (2025, p. 79); sin embargo, existen problemas al definir competencias y determinar jurisdicciones. El marco general es, al menos en apariencia, claro: la justicia indígena atiende y resuelve problemas internos (no puede resolver delitos graves) y sus resoluciones deben estar en línea con la Constitución.

			

			El autor se pregunta en su investigación: ¿cuál es el rol de la justicia indígena dentro de la justicia ordinaria? La respuesta no está exenta de dificultades, pues la finalidad es “reconocer el derecho consuetudinario como una forma colectiva para mantener la armonía de cada comunidad, permitiendo crear su propia normativa” (2025, p. 91). Entonces, de alguna manera, la armonía de la comunidad debe permanecer en equilibro con el entorno social macro. Para ello, la investigación propone la formulación de políticas públicas que reintegren la competencia de juzgar delitos, incluso en los casos que puedan considerarse graves.

			El último artículo, escrito por Lía Weih, plantea un problema concreto y un problema de fondo aún más grave. “Desplazados ambientales: una mirada en América Latina” señala que no se cuenta con una normativa actualizada para abordar el problema de las migraciones provocadas por el deterioro ambiental. La perspectiva, lejos de ser hipotética, contempla que el aumento del nivel de los océanos modifique los perfiles costaneros en todo el mundo y obligue a las poblaciones de esas áreas a migrar; ese es el problema de fondo. Esta migración, que afectaría a varios millones de personas sin acceso a vivienda o alimento, merece ser reconocida mediante leyes y protocolos que protejan los derechos más elementales de esas personas; siendo este el problema concreto.

			La autora dimensiona la magnitud del fenómeno al señalar que aún no existe una denominación para “las personas que se encuentran en situación de movilidad humana como consecuencia de los estragos del cambio climático” (Kailin, 2018 en Weih, 2025, p. 98). La idea de refugiado climático se emplea en círculos académicos y organizaciones de derechos humanos con el fin de poder construir una nueva perspectiva frente a una condición que podría replicarse rápidamente y, a gran escala, afectar a la humanidad. Las dimensiones del problema son enormes. Las formas de producción capitalistas son incompatibles con la contención de condiciones extremas de clima, erosión de costas y desertificación; de ahí que “[la] necesidad de aplicar el estatus de refugiado a los desplazados por el cambio climático es evidente, pues requieren protección internacional más allá de la categoría de migrante” (Weih, 2025, p. 105).

			

			Cuadernos de Estudiantes 3 reúne una selección de artículos variados en temas y alcance, en sintonía con los principios que sostienen al repositorio Mirada Pública: comprender problemáticas mediante el conocimiento académico e implementar soluciones mediante la formulación e implementación de políticas públicas. Esperamos que estas lecturas estimulen a investigadores y estudiantes a enviar sus colaboraciones y a seguir nutriendo la discusión sobre temas clave.

			Bolívar Lucio
Director de Editorial del IAEN

		

		

		
			Impactos de la concesión minera en la comunidad San Nicolás (Imbabura)

			Byron David Andrade1

			1. Introducción

			Esta investigación analiza el impacto ambiental de la concesión minera San Nicolás, ubicada en el cantón Cotacachi, provincia de Imbabura. En esta zona, una parte de la población depende económicamente de las actividades mineras, de modo particular de la extracción y transporte de áridos y pétreos, lo cual es un importante sustento para la economía local. Sin embargo, estas actividades también generan preocupaciones ambientales significativas, como la degradación del entorno, el impacto en la biodiversidad y la calidad del agua. Por lo tanto, es crucial encontrar un equilibrio entre el desarrollo económico y la conservación del medio ambiente para garantizar un futuro sostenible para la comunidad.

			El objetivo del estudio fue evaluar el impacto ambiental de la concesión minera en la comunidad local y cómo la extracción de materiales afecta el entorno natural. Con base en estos hallazgos, se propuso establecer medidas de adaptación que mitiguen los efectos negativos y fomenten un desarrollo sostenible en la zona, permitiendo que las comunidades busquen un sustento económico sin comprometer el medioambiente.

			El estudio empleó un enfoque mixto. En la dimensión cualitativa, se realizaron entrevistas semiestructuradas que fueron analizadas con el software Atlas.Ti para determinar la frecuencia de citas y construir un diagrama de relación entre citas y códigos, evaluando así la situación de la concesión minera. En el método cuantitativo, se aplicó un diagnóstico ambiental que evaluó factores bióticos, abióticos y socioeconómicos del área de estudio, utilizando la matriz de Leopold. Esta matriz, estructurada mediante una escala numérica, permitió determinar el carácter, intensidad, extensión, duración, reversibilidad y riesgo del impacto, relacionando estos factores para obtener la magnitud, severidad e importancia del impacto. Esto facilitó la identificación y solución de los distintos impactos en la concesión. Por último, se priorizaron las medidas de adaptación mediante la aplicación de la matriz tipo L.

			Los resultados revelaron diversas afecciones en el lugar y definieron las áreas de influencia directa e indirecta. Se identificaron seis elementos sensibles dentro de la concesión: suelo, paisaje, aire, ruido, fauna y flora. Utilizando la matriz de magnitud e impacto, se obtuvo la matriz de severidad, la cual registró 352 interacciones. De estas, 213 fueron de carácter leve, 55 moderadas, 48 en estado crítico y 36 de impacto severo. Las entrevistas analizadas con Atlas.Ti ayudaron a identificar las medidas de adaptación a implementar en la concesión minera San Nicolás. Entre las propuestas de los líderes comunitarios, técnicos del GADM-Cotacachi y el dueño de la concesión, se destacaron iniciativas como campañas de concienciación ambiental, la siembra de plantas nativas y de soberanía alimentaria, así como el mantenimiento continuo de cunetas y vías. Estas acciones son cruciales para mitigar los impactos negativos y promover la sostenibilidad en la zona.

			2. Descripción del problema en Cotacachi

			El cantón Cotacachi, ubicado en la provincia de Imbabura, Ecuador, es conocido por su rica diversidad ecosistémica y su clima templado, con temperaturas promedio entre 14° y 15° centígrados (Andrade, 2020). Esta región se extiende a lo largo de un gradiente altitudinal que varía entre los 2410 y 3000 metros sobre el nivel del mar, creando un entorno único que favorece una variada biodiversidad tanto terrestre como acuática. Dentro de este contexto, la concesión minera San Nicolás, ubicada en la parroquia de Quiroga, juega un papel clave en la economía local al proporcionar empleo y fomentar el desarrollo económico a través de la extracción de materiales de construcción.

			Sin embargo, las actividades mineras en la concesión San Nicolás han generado preocupaciones significativas en relación con el impacto ambiental. La extracción de áridos y pétreos ha causado alteraciones notables en los ecosistemas locales, afectando la flora y fauna y limitando los servicios ecosistémicos esenciales. La remoción de la cobertura vegetal y la alteración de la topografía han reducido la calidad del hábitat para muchas especies y han comprometido la integridad de los ecosistemas. Además, la actividad minera ha generado contaminación atmosférica y acústica, afectando la calidad de vida de los residentes cercanos.

			A pesar de la importancia económica de la extracción minera, la falta de estudios detallados sobre sus efectos en Cotacachi destaca la necesidad de una investigación exhaustiva. Este estudio propone analizar los impactos ambientales generados por la concesión minera San Nicolás y desarrollar medidas para mejorar las prácticas ambientales y mitigar los efectos negativos en la comunidad.

			3. Desarrollo 

			3.1. Recursos naturales y su importancia

			Los recursos naturales, tanto bióticos como abióticos, son cruciales para la vida humana porque proporcionan materias primas, minerales, alimentos y servicios ecosistémicos (Domínguez et al., 2019). La extracción de estos recursos ha tenido un impacto significativo en la estructura y función de los ecosistemas, contribuyendo a la extinción de numerosas especies (ibid.). Además, estos recursos son vitales para las comunidades, no solo como medios de subsistencia sino también por su valor cultural y ancestral (Andrade y Yépez, 2018).

			Existen dos tipos principales de recursos naturales: renovables y no renovables. Los recursos renovables, como los bosques y los ríos, tienen la capacidad de regenerarse, permitiendo que los ecosistemas se adapten a nuevas condiciones ambientales. No obstante, su sobreexplotación puede llevar a la pérdida de biodiversidad y deterioro de ecosistemas (Aguilar, 2015). En contraste, los recursos no renovables, como el petróleo y los minerales, no pueden regenerarse una vez agotados. Su explotación excesiva puede resultar en la extinción de especies incapaces de adaptarse a los cambios rápidos y drásticos en su hábitat (Toapanta y Yanchaluisa, 2021).

			

			3.2. Impactos de la extracción de recursos naturales

			La remoción de cobertura vegetal y la extracción de recursos no renovables alteran significativamente los ecosistemas. Estas actividades resultan en la pérdida de la capa fértil del suelo y afectan negativamente a los hábitats de numerosas especies, reduciendo la resiliencia natural de los ecosistemas (Chiliquinga, 2016). Los ecosistemas, compuestos por elementos bióticos y abióticos, son fundamentales para mantener el equilibrio ecológico y proporcionar servicios ecosistémicos esenciales. Sin embargo, actividades humanas como el cambio de uso del suelo y la contaminación amenazan estos sistemas, comprometiendo sus funciones (Andrade, 2020).

			El enfoque de paisaje enfatiza un uso equilibrado y sostenible de los recursos, integrando desafíos ambientales, sociales y políticos para garantizar la soberanía alimentaria y la protección ambiental (Caro y Torres, 2015). Pese a su importancia, los servicios ecosistémicos —como la producción de alimentos y el control climático— a menudo no se valoran adecuadamente, lo que conduce a su degradación y agotamiento (Reed et al., 2016).

			3.3. Diagnóstico y evaluación de impactos ambientales

			El diagnóstico ambiental es una herramienta clave para evaluar aspectos del medioambiente como la calidad del aire y la gestión de residuos, proponiendo medidas de control para mitigar impactos negativos (Maritza et al., 2021). El impacto ambiental se refiere a los efectos adversos de las actividades humanas, que pueden ser directos o indirectos. La evaluación de estos impactos debe considerar aspectos ecosistémicos y promover el desarrollo sostenible (Perevochtchikova, 2013).

			La matriz de Leopold es una herramienta ampliamente utilizada para evaluar los impactos ambientales de manera directa, estableciendo una relación de causa y efecto entre acciones humanas y factores ambientales. Esta herramienta clasifica los proyectos según su impacto, facilitando la evaluación ambiental antes de la planificación (Ramos, 2004). Esta metodología ayuda a identificar y valorar de manera sistemática los efectos potenciales de un proyecto, asegurando que las consideraciones ambientales se integren efectivamente en el proceso de toma de decisiones.

			

			Impactos en la minería de recursos no renovables

			En la minería, una concesión minera otorga derechos para explorar y explotar áreas específicas, lo que puede generar impactos ambientales negativos, especialmente en la minería a cielo abierto (Ordoñez, 2017). La extracción de materiales áridos y pétreos, esenciales para la construcción, puede causar contaminación si no se maneja adecuadamente (Pachar, 2018). La minería a cielo abierto implica técnicas de perforación y voladura, que no solo generan contaminación, sino que también eliminan la cobertura vegetal, afectando los ecosistemas y la salud de las comunidades cercanas (Zambrano, 2019). Además, la minería artesanal, sujeta a regulaciones municipales, requiere de un manejo ambiental cuidadoso para minimizar sus impactos.

			Resiliencia y adaptación en la extracción de recursos

			La sobreexplotación de recursos naturales compromete la resiliencia de los ecosistemas frente a perturbaciones antropogénicas. La resiliencia se refiere a la capacidad de los ecosistemas para absorber, atenuar y recuperarse de estas perturbaciones, preservando su estructura y función. Un manejo responsable de los recursos es crucial para mitigar impactos adversos en los medios de vida (Thompson, 2011). La adaptación y resiliencia en la extracción de recursos son esenciales para asegurar que tanto ecosistemas como comunidades puedan ajustarse a los efectos climáticos y antropogénicos, manteniendo así un equilibrio socioecológico sostenible (IPCC, 2018).

			Medios de vida sostenibles y gestión de recursos

			La gestión sostenible de los recursos naturales es vital para la conservación de los ecosistemas y para asegurar un uso equilibrado de los mismos, minimizando impactos negativos y fomentando la revegetación y el equilibrio ecológico (Prado, 2012). Los medios de vida sostenibles permiten a las comunidades armonizar sus actividades económicas con las necesidades sociales y ecológicas, garantizando que la extracción de recursos no comprometa la capacidad de las futuras generaciones.

			4. Discusión

			La extracción de áridos y pétreos tiene implicaciones profundas tanto para los ecosistemas como para las comunidades locales, como se ha documentado en diversos estudios. Por ejemplo, en el análisis de la concesión minera Miraflores de Guano, Toapanta y Yanchaluisa (2021) aplicaron la matriz de Leopold para evaluar los impactos ambientales de las actividades mineras, revelando numerosos efectos negativos durante las fases de extracción, trituración y distribución. Este enfoque analítico subraya la relevancia de evaluar meticulosamente cada etapa del proceso minero para identificar y mitigar impactos potenciales.

			Del mismo modo, el estudio realizado por Chiliquinga (2016) en la provincia de Napo también establece que la extracción de áridos y pétreos no solo genera alteraciones ambientales significativas, sino que también evidencia la falta de una regulación efectiva. Los impactos negativos identificados, como la pérdida de hábitats naturales y la alteración de la calidad del aire, resaltan la necesidad urgente de implementar medidas de regulación adecuadas para evitar daños irreparables en el medio ambiente y en las comunidades cercanas.

			La importancia de una regulación robusta y efectiva es reforzada por Aguilar (2015), quien argumenta que los Gobiernos Autónomos Descentralizados (GAD) deben desempeñar un papel activo en la implementación de ordenanzas y planes de manejo ambiental. Estos planes son esenciales para asegurar que la explotación de recursos no comprometa la salud ambiental ni el bienestar de las comunidades. Ordóñez (2017) también apoya esta perspectiva, señalando que los GAD municipales deben tener mecanismos para sancionar los incumplimientos y tomar medidas correctivas para mitigar los problemas ambientales asociados con la minería.

			Zambrano (2019) aporta una visión crítica sobre la sustentabilidad ambiental en la explotación de recursos. Su investigación enfatiza la necesidad de equilibrar las necesidades económicas de las comunidades con la protección del medioambiente. Este equilibrio es crucial para asegurar que la actividad minera no solo genere beneficios económicos inmediatos, sino que también preserve la capacidad del ecosistema para soportar las actividades humanas a largo plazo. La sustentabilidad ambiental se convierte así en un principio clave que guía la planificación y gestión de las actividades mineras.

			Los resultados de estos estudios y las recomendaciones de los expertos destacan la importancia de integrar la gestión ambiental en todas las fases de la minería. La aplicación de herramientas, como la matriz de Leopold, permite identificar y clasificar los impactos, facilitando la implementación de medidas adaptativas para mitigar los efectos negativos. La creación de marcos regulatorios robustos y la promoción de prácticas sostenibles son fundamentales para asegurar que la extracción de áridos y pétreos contribuya al desarrollo económico sin comprometer la integridad ecológica y la calidad de vida de las comunidades. La extracción de áridos y pétreos resalta la necesidad de un enfoque integral que combine la evaluación rigurosa de impactos, la regulación efectiva y la promoción de la sustentabilidad. Los estudios revisados proporcionan una base sólida para abordar los desafíos ambientales y sociales asociados con la minería, enfatizando la importancia de una gestión equilibrada y responsable.

			5. Resultados

			Los resultados se basaron en cuatro bases descritas a continuación.

			Fase 1

			El diagnóstico ambiental (línea base) de los impactos generados por la extracción minera de áridos y pétreos en la concesión minera San Nicolás ha revelado impactos significativos en varios componentes del entorno. En el área de influencia directa (ver tabla 1), las actividades mineras han alterado considerablemente la topografía, lo que ha resultado en modificaciones del paisaje y la pérdida de la capa fértil del suelo. La extracción de materiales ha provocado la emisión de polvo y gases, así como la generación de ruido, afectando tanto a la fauna local como a los residentes cercanos. La vegetación nativa ha sido en gran medida reemplazada por cultivos y plantaciones de eucaliptos, aunque aún persisten remanentes en áreas de difícil acceso. Esta situación subraya la necesidad de implementar medidas de mitigación y restauración ecológica para preservar y rehabilitar el ecosistema afectado.

			

			Tabla 1

			Elementos sensibles dentro del área de influencia 

			
				
					
					
				
				
					
							
							Elementos sensibles

						
							
							Afecciones 

						
					

					
							
							Suelo

						
							
							Acceso de vehículos que transportan el material e infraestructura

						
					

					
							
							Paisaje

						
							
							Modificación topográfica

						
					

					
							
							Aire

						
							
							Emisiones de polvo por el transporte de material y ruido

						
					

					
							
							Ruido

						
							
							Generación de ruido al extraer material árido y pétreo

						
					

					
							
							Fauna

						
							
							Alteración de su hábitat

						
					

					
							
							Flora

						
							
							Desbroce de vegetación

						
					

				
			

			Fuente: Salida de campo. Elaboración: Autor.

			En el área de influencia indirecta, se observó que la vegetación nativa ha sido reemplazada en gran parte por cultivos agrícolas, lo que ha reducido la biodiversidad local. Sin embargo, algunas áreas inaccesibles todavía conservan remanentes de flora original, proporcionando refugio para ciertas especies (ver foto 1).

			Foto 1

			Vegetación del lugar 

			[image: C:\Users\acer\Downloads\WhatsApp Image 2021-10-14 at 14.28.26.jpeg]

			Fuente: Salida de campo. Elaboración: Autor.

			

			El impacto de la actividad minera ha provocado la degradación de los suelos y la alteración de los hábitats naturales, lo que afecta de manera negativa la fauna local y reduce la capacidad de los ecosistemas para proporcionar servicios ecosistémicos (foto 2).

			Foto 2

			Vista panorámica del suelo y cobertura vegetal en la zona del proyecto 

			[image: ]

			[image: ]

			Fuente: Salida de campo. Elaboración: Autor.

			Además, se identificaron todas las especies de flora (tabla 2) y fauna (tabla 3) encontradas dentro de la concesión. También se pudo determinar que existe pérdida de especies de flora y fauna debido a la extracción de material árido y pétreo. 

			

			Tabla 2

			Inventario de flora en el área del proyecto 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Nro.

						
							
							Familia

						
							
							Nombre científico

						
							
							Nombre común

						
					

					
							
							1

						
							
							Asteraceae

						
							
							Bidens pilosa

						
							
							Amor seco

						
					

					
							
							2

						
							
							Amaranthaceae

						
							
							Amaranthus blitum

						
							
							Bledo

						
					

					
							
							3

						
							
							Asteraceae

						
							
							Baccharis floribunda

						
							
							Chilca

						
					

					
							
							4

						
							
							Minosaceae

						
							
							Acacia macracantha

						
							
							Espino

						
					

					
							
							5

						
							
							Myrtanaceae

						
							
							Eucaliptus globulus

						
							
							Eucalipto

						
					

					
							
							6

						
							
							Fabaceae

						
							
							Phaseolus vulgaris

						
							
							Fréjol

						
					

					
							
							7

						
							
							Solanaceae

						
							
							Solanum perurianum

						
							
							Hierba mora

						
					

					
							
							8

						
							
							Euphorbiaceae

						
							
							Ricinus conmunis

						
							
							Higuerilla

						
					

					
							
							9

						
							
							Poaceae

						
							
							Pennisetum clandestinum

						
							
							Kikuyo

						
					

					
							
							10

						
							
							Poaceae

						
							
							Zea mays

						
							
							Maíz

						
					

					
							
							11

						
							
							Mimosoideae

						
							
							Momosa quitensis

						
							
							Uña de gato

						
					

				
			

			Fuente: Salida de campo. Elaboración: Autor.

			Tabla 3

			Registro de especies faunísticas encontradas en el área del proyecto 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Nro.

						
							
							Familia

						
							
							Nombre científico

						
							
							Nombre común

						
					

					
							
							1

						
							
							Muridae

						
							
							Pholidobolus montium

						
							
							Lagartija minadora

						
					

					
							
							2

						
							
							Falconidae

						
							
							Falco sparverius

						
							
							Quilico

						
					

					
							
							3

						
							
							Didelphidae

						
							
							Caluromys derbianus

						
							
							Raposa

						
					

					
							
							4

						
							
							Echimydae

						
							
							Acodon mollis

						
							
							Ratón silvestre

						
					

					
							
							5

						
							
							Columbidae

						
							
							Zenaida auriculata

						
							
							Tórtola

						
					

				
			

			Fuente: Salida de campo. Elaboración: Autor.

			5.1. Identificación de impactos

			La aplicación de la matriz de Leopold modificada para evaluar los impactos ambientales de la concesión minera San Nicolás identificó un total de 352 interacciones de causa y efecto entre las actividades mineras y el entorno. Los resultados de la evaluación de la magnitud del impacto mostraron que 9 de estas interacciones tuvieron un impacto alto, 54 un impacto medio, y 289 un impacto bajo.

			

			Tabla 4

			Magnitud de la concesión minera San Nicolás 

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Fase

						
							
							Codigo

						
							
							Actividad

						
							
							Medio Abiotico

						
							
							Medio Biotico

						
							
							Medio Socioeconomico

						
					

					
							
							Aire

						
							
							Ruido

						
							
							Agua 

						
							
							Suelo

						
							
							Flora

						
							
							Fauna

						
							
							Economia y poblacion

						
							
							Seguridad Industrial

						
							
							Medio Perceptual

						
							
							Infraestructura

						
					

					
							
							Polvo

						
							
							Gases 

						
							
							Calidad del Aire

						
							
							Nivel sonoro

						
							
							Contaminación 

						
							
							Calidad del Agua (Alteraciones)

						
							
							Catacteristicas fisicas

						
							
							Permeabilidad

						
							
							Erosion

						
							
							Degradacion  Fisica

						
							
							Flora y vegetacion 

						
							
							Fauna Terrestre

						
							
							Generacion de empleo

						
							
							Densidad

						
							
							Turismo

						
							
							Salud

						
							
							Riesgo Ocuapcional

						
							
							Naturalidad

						
							
							Paisaje

						
							
							Red de energia electrica

						
							
							Transporte y comunicacion 

						
							
							Sistema de saneamiento

						
					

					
							
							Fase de Extraccion

						
							
							FEX1

						
							
							Traslado de Maquinaria

						
							
							1,8

						
							
							1,4

						
							
							1

						
							
							1,8

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,4

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							1,2

						
							
							1,4

						
							
							1,2

						
							
							1,4

						
							
							2,2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							1,4

						
							
							1,8

						
							
							1

						
					

					
							
							FEX2

						
							
							Excavacion y acumulacion de material arido y petreo

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							2

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							0

						
							
							2

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							2,8

						
							
							2,8

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							2,2

						
							
							1,6

						
							
							2,4

						
							
							1,2

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FEX3

						
							
							Carga de material arido y petreo

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							0,4

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							2,2

						
							
							2,2

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FEX4

						
							
							Traslado de material arido y petreo

						
							
							2,4

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							1,6

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FEX5

						
							
							Descarga de material arido y petreo 

						
							
							2,4

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							1,6

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							Fase de Trituración 

						
							
							FT1

						
							
							Carga de material arido y petreo

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							2

						
							
							1,2

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							1,4

						
							
							1,4

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FT2

						
							
							Traslado de material arido y petreo a la Zaranda

						
							
							2,4

						
							
							1,6

						
							
							2

						
							
							1,6

						
							
							2

						
							
							0,4

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							2,2

						
							
							1,6

						
							
							2

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FT3

						
							
							Separacion de material en la Zaranda

						
							
							2,4

						
							
							1,6

						
							
							2,4

						
							
							1,6

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							2,2

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FT4

						
							
							Traslado de material

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							2

						
							
							1,6

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							1,6

						
							
							2

						
							
							0,8

						
							
							1,8

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FT5

						
							
							Almacenamiento en el sitio 

						
							
							2

						
							
							0,8

						
							
							1,6

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							Face de Comercializacion 

						
							
							FC1

						
							
							Disposicion preliminar 

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FC2

						
							
							Carga en la volqueta

						
							
							1,8

						
							
							1,4

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							1,4

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,8

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FC3

						
							
							Transporte de material arido y petreo

						
							
							2,6

						
							
							2,6

						
							
							2,6

						
							
							2,6

						
							
							2,2

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							2

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
							
							0,8

						
							
							2,2

						
							
							1,6

						
					

					
							
							Face de Cierre

						
							
							FCR1

						
							
							Nivelacion de Taludes

						
							
							1,4

						
							
							1,4

						
							
							1,8

						
							
							1,4

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1,4

						
							
							1,4

						
							
							1,4

						
							
							1

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							1

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,4

						
							
							1,4

						
							
							2,2

						
							
							0,8

						
							
							1

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FCR2

						
							
							Nivelacion y relleno del terreno

						
							
							2,2

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							1,4

						
							
							0

						
							
							1,4

						
							
							1,4

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							1

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1

						
							
							1,4

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
							
							1

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FCR3

						
							
							Restauracion 

						
							
							0,4

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0,4

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0,8

						
							
							0,4

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1

						
							
							0,4

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							0,2

						
							
							0

						
					

				
			

			Fuente: Salida de campo. Elaboración: Autor.

			

			Tabla 5

			Importancia de la concesión minera San Nicolás 

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Fase

						
							
							Codigo

						
							
							Actividad

						
							
							Medio Abiotico

						
							
							Medio Biotico

						
							
							Medio Socioeconomico

						
					

					
							
							Aire

						
							
							Ruido

						
							
							Agua 

						
							
							Suelo

						
							
							Flora

						
							
							Fauna

						
							
							Economia y poblacion

						
							
							Seguridad Industrial

						
							
							Medio Perceptual

						
							
							Infraestructura

						
					

					
							
							Polvo

						
							
							Gases 

						
							
							Calidad del Aire

						
							
							Nivel sonoro

						
							
							Contaminación 

						
							
							Calidad del Agua (Alteraciones)

						
							
							Catacteristicas fisicas

						
							
							Permeabilidad

						
							
							Erosion

						
							
							Degradacion  Fisica

						
							
							Flora y vegetacion 

						
							
							Fauna Terrestre

						
							
							Generacion de empleo

						
							
							Densidad

						
							
							Turismo

						
							
							Salud

						
							
							Riesgo Ocuapcional

						
							
							Naturalidad

						
							
							Paisaje

						
							
							Red de energia electrica

						
							
							Transporte y comunicacion 

						
							
							Sistema de saneamiento

						
					

					
							
							Fase de Extraccion

						
							
							FEX1

						
							
							Traslado de Maquinaria

						
							
							2,3

						
							
							2,5

						
							
							1,5

						
							
							2,3

						
							
							1,5

						
							
							0

						
							
							1,7

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							2,5

						
							
							2,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,7

						
							
							1,7

						
							
							2,3

						
							
							2,5

						
							
							2,5

						
							
							2,2

						
							
							1,2

						
							
							1

						
					

					
							
							FEX2

						
							
							Excavacion y acumulacion de material arido y petreo

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							1,8

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							0

						
							
							1,8

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,8

						
							
							2,8

						
							
							2,8

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							2,6

						
							
							2

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FEX3

						
							
							Carga de material arido y petreo

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2,3

						
							
							0

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							1,8

						
							
							1,5

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1

						
							
							1,3

						
							
							1,3

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FEX4

						
							
							Traslado de material arido y petreo

						
							
							2,6

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							0,3

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							2

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							1,8

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,8

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FEX5

						
							
							Descarga de material arido y petreo 

						
							
							2,3

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							1,3

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							Fase de Trituración 

						
							
							FT1

						
							
							Carga de material arido y petreo

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2,3

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,7

						
							
							1,7

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FT2

						
							
							Traslado de material arido y petreo a la Zaranda

						
							
							2,3

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FT3

						
							
							Separacion de material en la Zaranda

						
							
							2,3

						
							
							1,5

						
							
							1,8

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,2

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FT4

						
							
							Traslado de material

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							1,8

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FT5

						
							
							Almacenamiento en el sitio 

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							Face de Comercializacion 

						
							
							FC1

						
							
							Disposicion preliminar 

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FC2

						
							
							Carga en la volqueta

						
							
							1,7

						
							
							1,7

						
							
							1,7

						
							
							1,5

						
							
							1,7

						
							
							0,2

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1,3

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,3

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FC3

						
							
							Transporte de material arido y petreo

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							1

						
							
							1,2

						
							
							1

						
							
							1,2

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							1,6

						
							
							1

						
							
							1,3

						
							
							1,3

						
							
							1,3

						
							
							1,5

						
							
							1,5

						
							
							1

						
							
							1,6

						
							
							1,6

						
					

					
							
							Face de Cierre

						
							
							FCR1

						
							
							Nivelacion de Taludes

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							1,5

						
							
							0

						
							
							2,4

						
							
							1,4

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							2,7

						
							
							2,7

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							2,2

						
							
							2,2

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FCR2

						
							
							Nivelacion y relleno del terreno

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							2,3

						
							
							0

						
							
							1,9

						
							
							1,9

						
							
							1,7

						
							
							1,7

						
							
							1,7

						
							
							1,7

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							2,2

						
							
							2,2

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							FCR3

						
							
							Restauracion 

						
							
							0,7

						
							
							0,7

						
							
							0,7

						
							
							0,7

						
							
							0,7

						
							
							0,2

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							0,7

						
							
							0,7

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							0,7

						
							
							1,3

						
							
							1,3

						
							
							0,7

						
							
							1,3

						
							
							1,3

						
							
							0,7

						
							
							0,7

						
							
							0,7

						
					

				
			

			Fuente: Salida de campo. Elaboración: Autor.

			

			Tabla 6

			Severidad de la concesión minera San Nicolás 

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Fase

						
							
							Codigo

						
							
							Actividad

						
							
							Medio Abiotico

						
							
							Medio Biotico

						
							
							Medio Socioeconomico

						
					

					
							
							Aire

						
							
							Ruido

						
							
							Agua 

						
							
							Suelo

						
							
							Flora

						
							
							Fauna

						
							
							Economia y poblacion

						
							
							Seguridad Industrial

						
							
							Medio Perceptual

						
							
							Infraestructura

						
					

					
							
							Polvo

						
							
							Gases 

						
							
							Calidad del Aire

						
							
							Nivel sonoro

						
							
							Contaminación 

						
							
							Calidad del Agua (Alteraciones)

						
							
							Catacteristicas fisicas

						
							
							Permeabilidad

						
							
							Erosion

						
							
							Degradacion  Fisica

						
							
							Flora y vegetacion 

						
							
							Fauna Terrestre

						
							
							Generacion de empleo

						
							
							Densidad

						
							
							Turismo

						
							
							Salud

						
							
							Riesgo Ocuapcional

						
							
							Naturalidad

						
							
							Paisaje

						
							
							Red de energia electrica

						
							
							Transporte y comunicacion 

						
							
							Sistema de saneamiento

						
					

					
							
							Fase de Extraccion

						
							
							FEX1

						
							
							Traslado de Maquinaria

						
							
							4,14

						
							
							3,5

						
							
							1,5

						
							
							4,14

						
							
							1,5

						
							
							0

						
							
							1,7

						
							
							1,5

						
							
							2,1

						
							
							1,5

						
							
							5

						
							
							5

						
							
							1,8

						
							
							2,1

						
							
							2,04

						
							
							2,38

						
							
							5,06

						
							
							5

						
							
							5

						
							
							3,08

						
							
							2,16

						
							
							1

						
					

					
							
							FEX2

						
							
							Excavacion y acumulacion de material arido y petreo

						
							
							3,2

						
							
							2,4

						
							
							3,6

						
							
							3,68

						
							
							3,68

						
							
							0

						
							
							3,6

						
							
							1,8

						
							
							2,4

						
							
							2,88

						
							
							7,84

						
							
							7,84

						
							
							2,4

						
							
							2,4

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							5,06

						
							
							3,68

						
							
							6,24

						
							
							2,4

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FEX3

						
							
							Carga de material arido y petreo

						
							
							3,2

						
							
							2,4

						
							
							3,2

						
							
							2,4

						
							
							3,68

						
							
							0

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							2,4

						
							
							1,8

						
							
							5,06

						
							
							5,06

						
							
							2,88

						
							
							1,8

						
							
							0,96

						
							
							1,44

						
							
							1,8

						
							
							1,56

						
							
							2,08

						
							
							1,2

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FEX4

						
							
							Traslado de material arido y petreo

						
							
							6,24

						
							
							3,2

						
							
							3,2

						
							
							3,2

						
							
							2,4

						
							
							0,24

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							2,4

						
							
							2,4

						
							
							4,6

						
							
							4,6

						
							
							2,88

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							2,7

						
							
							2,16

						
							
							1,8

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FEX5

						
							
							Descarga de material arido y petreo 

						
							
							5,52

						
							
							3,2

						
							
							3,2

						
							
							3,68

						
							
							3,68

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							3,6

						
							
							3,6

						
							
							2,08

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							2,4

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							Fase de Trituración 

						
							
							FT1

						
							
							Carga de material arido y petreo

						
							
							3,2

						
							
							3,2

						
							
							3,2

						
							
							4,6

						
							
							2,4

						
							
							0

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							2,4

						
							
							1,8

						
							
							2,38

						
							
							2,38

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FT2

						
							
							Traslado de material arido y petreo a la Zaranda

						
							
							5,52

						
							
							3,2

						
							
							4

						
							
							3,2

						
							
							4

						
							
							0

						
							
							2,4

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							3

						
							
							3

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							2,2

						
							
							2,4

						
							
							3

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FT3

						
							
							Separacion de material en la Zaranda

						
							
							5,52

						
							
							2,4

						
							
							4,32

						
							
							2,4

						
							
							3

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							2,4

						
							
							2,4

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							2,2

						
							
							1,44

						
							
							2,4

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FT4

						
							
							Traslado de material

						
							
							3,68

						
							
							3,68

						
							
							3,68

						
							
							4,6

						
							
							2,88

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							3

						
							
							3

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							2,4

						
							
							3

						
							
							0,8

						
							
							1,8

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FT5

						
							
							Almacenamiento en el sitio 

						
							
							2

						
							
							0,8

						
							
							1,6

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,8

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							Face de Comercializacion 

						
							
							FC1

						
							
							Disposicion preliminar 

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,6

						
							
							1,2

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FC2

						
							
							Carga en la volqueta

						
							
							3,06

						
							
							2,38

						
							
							3,06

						
							
							2,7

						
							
							2,38

						
							
							0

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							1,2

						
							
							2,4

						
							
							2,4

						
							
							2,08

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							2,34

						
							
							2,4

						
							
							2,4

						
							
							0,8

						
							
							1,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FC3

						
							
							Transporte de material arido y petreo

						
							
							5,98

						
							
							5,98

						
							
							5,98

						
							
							5,98

						
							
							5,06

						
							
							0,8

						
							
							1,44

						
							
							1,2

						
							
							1,44

						
							
							1,2

						
							
							3,2

						
							
							3,2

						
							
							3,2

						
							
							0,8

						
							
							1,56

						
							
							1,56

						
							
							2,08

						
							
							2,4

						
							
							2,4

						
							
							0,8

						
							
							3,52

						
							
							2,56

						
					

					
							
							Face de Cierre

						
							
							FCR1

						
							
							Nivelacion de Taludes

						
							
							2,8

						
							
							2,8

						
							
							3,6

						
							
							2,8

						
							
							1,5

						
							
							0

						
							
							3,36

						
							
							1,96

						
							
							1,4

						
							
							1

						
							
							4,86

						
							
							4,86

						
							
							1

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1,2

						
							
							1,4

						
							
							3,08

						
							
							4,84

						
							
							0,8

						
							
							1

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FCR2

						
							
							Nivelacion y relleno del terreno

						
							
							5,06

						
							
							4,14

						
							
							4,14

						
							
							4,14

						
							
							3,22

						
							
							0

						
							
							2,66

						
							
							2,66

						
							
							1,7

						
							
							1,7

						
							
							3,06

						
							
							3,06

						
							
							1

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1

						
							
							3,08

						
							
							3,08

						
							
							0,8

						
							
							1

						
							
							0,8

						
					

					
							
							FCR3

						
							
							Restauracion 

						
							
							0,28

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0,28

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0,8

						
							
							0,4

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0,8

						
							
							0,8

						
							
							1

						
							
							0,28

						
							
							1,56

						
							
							1,56

						
							
							0

						
							
							1,3

						
							
							1,3

						
							
							0

						
							
							0,14

						
							
							0

						
					

				
			

			Fuente: Salida de campo. Elaboración: Autor.

			

			En la valoración de la importancia del impacto analizado dentro de la concesión minera San Nicolás, se constataron un total de 352 interacciones de causa y efecto. Como resultado, se identificaron 11 impactos de alta valoración, que se encuentran principalmente en las fases de extracción y cierre de materiales áridos y pétreos. Además, se registraron 89 interacciones de impacto medio y 252 de impacto bajo (ver tabla 5).

			La evaluación de la severidad de los impactos reveló que 36 actividades fueron clasificadas con impacto severo, 48 en estado crítico, 55 en estado moderado, y 213 con una valoración leve (ver tabla 6).

			Estos resultados subrayan la importancia de gestionar adecuadamente las actividades mineras para minimizar su impacto ambiental. Las fases de extracción y procesamiento de materiales fueron identificadas como las principales fuentes de impactos significativos. Esto evidencia la necesidad de implementar medidas de gestión adecuadas para mitigar los efectos negativos y proteger los ecosistemas circundantes.

			6. Acciones y medidas de adaptación

			Dentro de la concesión minera y en la comunidad, los sujetos entrevistados: E1, E2 y E3, mencionan que “las principales causas de contaminación son los malos sistemas de explotación, la falta de responsabilidad del titular y los trabajadores, las fugas de fluidos en la maquinaria, la ausencia de un lugar específico para el mantenimiento, la basura, la contaminación de áreas verdes, así como la generación de polvo y ruido”. En cuanto a los tipos de afecciones que se generan al momento de extraer el material árido y pétreo, los mismos sujetos indican que “las afecciones que se producen en el lugar son a causa del polvo en las viviendas, el ruido al transportar material, áreas verdes afectadas por el polvo, daños en los caminos y las cunetas llenas de lodos”.

			En la concesión minera San Nicolás, los sujetos entrevistados, E1, E2 y E3, han expresado preocupaciones sobre los efectos ambientales debido a la falta de control. Específicamente, mencionan que “los distintos efectos ocurren por falta de control, lo que ocasiona que no se respeten los límites de carga, causando que el material árido y pétreo se disperse por las vías, afectando la salud de los habitantes a causa del polvo y ruido”.

			En cuanto a las acciones o medidas de adaptación realizadas por los técnicos ambientales, E1 y E2 indican que se deberían implementar a cabalidad el plan de manejo ambiental y los planes de acción, además de asistir a capacitaciones. Por otro lado, E3 señala que “los técnicos ambientales no realizan ningún tipo de acción o medida de adaptación”.

			Los tres sujetos también mencionan que el titular minero se ha limitado a ejecutar acciones básicas como el riego de vías, la colocación de señalética y la utilización de equipos de protección, en lugar de adoptar medidas de adaptación significativas. Respecto a las acciones del GAD Municipal de Santa Ana de Cotacachi, señalan que, aunque como autoridad de control no se han ejecutado medidas de adaptación específicas, se han realizado acciones de cumplimiento como el riego de vías, establecimiento de límites permisibles de carga, fomento de conciencia ambiental y minimización de polvo y ruido.

			Por último, E1, E2 y E3 proponen que se implementen acciones como aumentar la conciencia ambiental, colocar un técnico profesional dentro de la mina, el uso obligatorio de carpa para cubrir el área de acumulación de material árido y pétreo, el mejoramiento de caminos, así como la implementación de una obra por parte de la mina que beneficie a todos los comuneros.

			Para mitigar los efectos negativos de la minería y promover un desarrollo sostenible, se sugieren varias estrategias clave, incluyendo campañas de concienciación ambiental, siembra de plantas nativas y el mantenimiento de cunetas y vías de acceso. Estas medidas buscan no solo educar sobre prácticas ambientales responsables sino también restaurar el ecosistema local, promover la biodiversidad y mejorar la infraestructura y calidad de vida de la comunidad.

			

			6.1. Medidas propuestas

			Las medidas de adaptación propuestas fueron establecidas por los propios entrevistados, quienes identificaron tres medidas con mayor aceptación y viabilidad para la ejecución dentro de la comunidad Guitarra Uco:

			
					Aumentar la conciencia ambiental: Implementar campañas educativas dirigidas tanto a los trabajadores de la mina como a la comunidad, para fomentar prácticas de manejo ambiental responsables y conscientes.

					Mejorar la gestión técnica en la mina: Desarrollar e implementar prácticas de manejo más eficaces en la extracción y procesamiento de materiales para minimizar la generación de polvo, ruido y otros impactos negativos.

					Cubrir áreas de acumulación de material: Implementar coberturas adecuadas para las áreas de acumulación de materiales y reducir la emisión de polvo.

					Mejorar los caminos: Realizar mantenimiento regular de las vías de acceso y caminos para minimizar el impacto del tránsito de maquinaria y reducir la generación de polvo.

			

			Estas medidas están diseñadas para equilibrar la protección del medio ambiente con el bienestar de la comunidad, promoviendo un desarrollo más sostenible en Cotacachi. La implementación efectiva de estas propuestas puede contribuir significativamente a mitigar los impactos negativos de la minería y mejorar la calidad de vida de los residentes.

			La extracción de áridos y pétreos en Cotacachi, aunque esencial para la economía local, puede tener graves consecuencias ambientales y sociales si no se gestiona adecuadamente. Los resultados del estudio subrayan la necesidad de implementar medidas de regulación, adaptación y educación para mitigar estos impactos y promover un desarrollo sostenible. La investigación proporciona un marco valioso para abordar los desafíos asociados con la extracción minera, destacando la importancia de un enfoque integral y a largo plazo para proteger el medioambiente y mejorar la calidad de vida de las comunidades locales.

			7. Conclusiones y recomendaciones

			El diagnóstico ambiental del área de concesión minera San Nicolás revela impactos sustanciales en el entorno, incluyendo alteraciones notables en la topografía, pérdida de la capa fértil del suelo, además de un aumento en la emisión de polvo, gases y ruido. Estos impactos afectan adversamente tanto a la fauna local como a los residentes cercanos. La modificación del paisaje y la reducción de la biodiversidad son evidentes, con la vegetación nativa reemplazada mayormente por cultivos agrícolas y eucaliptos, lo que ha conducido a una degradación significativa de los suelos y hábitats naturales.

			La aplicación de la matriz de Leopold modificada muestra que, de las 352 interacciones evaluadas entre las actividades mineras y el entorno, 36 tienen un impacto severo y 48 en estado crítico. Estas cifras indican que las fases de extracción y procesamiento de materiales son las principales responsables de los impactos significativos. Esta situación subraya la necesidad urgente de implementar medidas de gestión ambiental adecuadas para mitigar los efectos adversos de la minería.

			Las medidas propuestas, como campañas de concienciación ambiental, siembra de plantas nativas y mantenimiento de cunetas y caminos, son cruciales para mitigar los impactos negativos identificados. Estas acciones están destinadas a restaurar el ecosistema, mejorar la calidad de vida de los residentes, y promover prácticas de manejo ambiental más responsables. La efectividad de estas medidas dependerá de su implementación rigurosa y de la participación activa de la comunidad y los trabajadores de la mina.

			Se recomienda lanzar campañas educativas dirigidas tanto a los trabajadores de la mina como a la comunidad local para fomentar prácticas ambientales responsables. Estas campañas deben abordar la importancia de la protección del medioambiente y la reducción de los impactos negativos de la minería. Involucrar a los residentes en actividades de concienciación puede aumentar la aceptación y efectividad de las medidas de adaptación.

			Es crucial mejorar la gestión técnica en la mina para reducir la generación de polvo, ruido, y otros impactos negativos asociados con la extracción y procesamiento de materiales. Implementar tecnologías avanzadas y prácticas de manejo más eficientes puede minimizar la alteración del entorno y contribuir a una operación minera más sostenible. Las coberturas adecuadas para las áreas de acumulación de materiales también son esenciales para reducir la emisión de polvo.

			El mantenimiento regular de las vías de acceso y caminos debe ser una prioridad para minimizar el impacto del tránsito de maquinaria y reducir la generación de polvo. Este mantenimiento no solo mejorará la calidad de vida de los residentes, sino que también facilitará una gestión más eficiente de las actividades mineras. Además, es importante garantizar que las medidas de restauración, como la siembra de plantas nativas, se lleven a cabo de manera efectiva para recuperar los ecosistemas degradados y promover la biodiversidad local.
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			Masculinidad como factor de riesgo: pertinencia de una política preventiva para incidir a largo plazo

			Ángel Manzo Montesdeoca1

			1. Introducción

			Las tramas predominantes de la historia, la ciencia, el arte, la economía, la política y la religión son atravesadas por los hombres. El ser hombre y su masculinidad —la particular manera de expresarse— han incidido en eventos significativos para la humanidad como el deporte, las guerras y la forma de hacer política. Bourdieu (1998) definió este predominio de los hombres como dominación masculina. No obstante, a pesar de ser un patrón determinante de la masculinidad, construido en el entramado sociocultural, no todos los varones, ni sus masculinidades, son iguales, ni su participación ha sido la única con incidencia en eventos mundiales.

			Los estudios de Raewyn Connell identifican un tipo de masculinidad descrita como hegemónica. Esta se entiende como el patrón de conducta social de los hombres, que ocupa una posición central en una estructura de relaciones de género y que configura un orden desigual que coincide con el arquetipo tradicional de la virilidad y con los estereotipos masculinos en sintonía con la cultura del patriarcado, el machismo (Lomas, 2010), y sus expresiones tóxicas, asociadas con peligros. En este aspecto, los estudios de género, particularmente, de los hombres y sus masculinidades, identifican el ‘problema de los hombres’, como un válido objeto de análisis e investigación.

			La relevancia de este ámbito de estudio se evidencia, por ejemplo, en el hecho de que en el campo de la salud se habla de la masculinidad como factor de riesgo o riesgos asociados a la masculinidad (OPS, 2019). Sucesos como la invasión rusa a Ucrania, la guerra Israel-Hamás y los conflictos armados en general afectan de manera particular a los hombres. En el contexto local, una cultura de violencia ligada al narcotráfico y la narcopolítica ha agravado la violencia de género y disparado los índices de asesinatos y muertes violentas, afectando en porcentaje mucho mayor a los hombres.

			Junto con los efectos negativos de la violencia de hombres hacia mujeres, que han resultado en procesos y políticas de protección para las víctimas y penas más altas para delitos de feminicidio, también puede problematizarse que los propios hombres son, en porcentaje, afectados por otros tipos de violencia. Por esto, es prioritario incluir las masculinidades como una variable en el problema de la violencia, de manera que —sin descuidar otros ámbitos— se puedan encontrar respuestas más precisas y adecuadas en beneficio de la sociedad en su conjunto.

			Cabe mencionar que, si bien se reconoce que la problemática de violencias basadas en género ha evidenciado múltiples efectos, particularmente a mujeres, con la participación directa de los hombres como victimarios; en este trabajo nos enfocamos en la violencia generada por los propios varones, que los convierte tanto en victimarios como víctimas de sí mismos y de otros varones. Por tanto, se requiere un análisis de la conformación de la masculinidad para identificar este conflicto interno de la identidad masculina y del entramado social que la configura. Esto significa que nos enfocamos en la problemática específica de los varones y la construcción de su masculinidad. A partir de esto, consideramos diferentes aspectos, tales como sus efectos en la salud y las relaciones sociales, que sirven de antecedentes para plantear políticas que atiendan la problemática masculina. 

			A partir de lo expuesto, este artículo analiza la masculinidad de los varones y la particular problemática de la masculinidad hegemónica, evidenciada por investigaciones que la asocian como un factor de riesgo. De esta forma, se pretende justificar la necesidad de considerar políticas preventivas que incidan a largo plazo en las relaciones de los hombres y contribuyan a una cultura de cuidado y bienestar, tanto para los propios varones como en sus interacciones dentro del tejido social.

			2. Masculinidad hegemónica y otras masculinidades

			En la definición de Luciano Fabbri (2021), la masculinidad es entendida como un concepto relacional que existe en contraste con la feminidad y que no ha estado presente siempre ni en todas las culturas, ya que se trata de una definición moderna. Se manifiesta como conjunto de sentidos y significados en constante cambio, que se construye a partir del interrelacionamiento con el yo, los otros y el entorno. Por esto, la masculinidad no es fija, ni estática o atemporal, sino dinámica, cultural e histórica. Además, la masculinidad no está solo en el cuerpo sexuado de los hombres, sino que está presente en un conjunto de valores que han constituido y estructurado lo social, como las instituciones, el Estado, la religión, los sistemas económicos y el deporte, entre otros (Torres, 2021).

			Connell, creó el concepto de masculinidad hegemónica a partir de los aportes de Gramsci, con el que resalta una expresión particular de la masculinidad. Plantea que, a partir de la estructura de género, la masculinidad se inserta en sus cuatro dimensiones, como son las relaciones de poder, de producción, emocionales y simbólicas (Connell & Messerschmidt, 2021). Tal inserción produce un determinado patrón de conducta social de los hombres, vinculado a una posición social de prestigio que juega un rol clave para mantener y estabilizar el orden de relaciones de género desigual en su conjunto (Connell, 2020).

			En su accionar, esta masculinidad establece y facilita ventajas sociales y económicas de ciertos hombres sobre las mujeres. Encarna, en efecto, la dominación masculina, mediante la cual se ejerce poder y autoridad sobre las mujeres y otros hombres a través de la opresión, violencia y privilegios (Krondorfer y Creangâ, 2020; Pantoja, et al., 2023). Para Connell (1997), la masculinidad no es un objeto coherente acerca del cual se pueda producir una ciencia generalizadora, identifica además cuatro tipos de masculinidad que se articulan y diferencian entre sí: hegemónica, subordinada, complaciente y marginal.

			

			Frente a los estudios de las masculinidades y la identificación de un modelo predominante de masculinidad (llamese hegemónico, dominante o violento) que evidencia la ‘crisis de la masculinidad’, se inicia el reconocimiento de otras masculinidades y la búsqueda de modelos alternativos que replanteen masculinidades emergentes, disruptivas e insurgentes, en contraste con los modelos imperantes de masculindiad. Por ello se habla de masculinidades, concepción que otorga la posibilidad de pluralizar el sentido y, como indica Martinez (2001), permite resituar constantemente los patrones culturales que han sido expresados de forma rígida en nuestras construcciones sociales y que han sostenido el dominio de los hombres sobre las mujeres y de lo masculino sobre lo femenino a lo largo de la historia.

			Este punto es relevante en la medida que se cuestiona su hegemonía y se busca redefinir nuevas categorías. Campero (2014) se refiere a masculinidades alternativas, subversivas o subalternas, como aquellas manifestaciones que aun considerándose masculinas, son vistas como versiones secundarias, inferiores, averiadas, inauténticas o diferentes de la masculinidad hegemónica. De otra parte, Manzo (2024) plantea la búsqueda de masculinidades insurgentes como una estrategia preventiva frente a las problemáticas de violencia escolar.

			3. Factor de riesgo y mandatos de masculinidad

			Ahora bien, ¿cómo se relaciona esta masculinidad predominante con el factor de riesgo, o por qué se dice que la masculinidad o el ser varón es un factor de riesgo? Para la OMS, un factor de riesgo es cualquier atributo, característica o exposición que aumenta la probabilidad de que el individuo desarrolle una enfermedad o sufra una lesión. Estos pueden ser condiciones, conductas, estilos de vida o situaciones que exponen a un mayor riesgo de presentar una enfermedad, un accidente o la muerte.

			Kaufman (1989) indica que la masculinidad hegemónica contribuye a que el ser varón represente un factor de riesgo para otras personas, porque son los principales destinatarios de los mandatos de masculinidad y para el propio varón que ejecuta los mandatos. Esto lo transforma en un factor de riesgo en al menos tres aspectos: 1) afectando a mujeres, niñas, niños y personas LGTBI+ mediante distintas formas de violencia, como física, psicológica, sexual, simbólica, económica y patrimonial; 2) entre varones, por medio de agresiones, peleas, disturbios, homicidios, violencia en el deporte, homofobia y otros; 3) para el propio varón, ya que cumplir estos mandatos lo expone a riesgos que pueden resultar en suicidio, lesiones autoinflingidas, consumos problemáticos, enfermedades psicosocioafectivas, descuido personal y accidentes.

			Diversos autores analizan en sus investigaciones la masculinidad de los varones como el factor de riesgo (Soria, 2019). De Keijzer (2003, p. 6) fue uno de los primeros en vincular esta problemática desde el campo de la salud, indicando en su trabajo que

			El inventario de problemas de salud masculina donde el género determina, influye o interviene sigue ampliándose. A pesar de que las estadísticas de las últimas décadas han presentado una sobremortalidad masculina importante y creciente, esto apenas era problematizado por la epidemiología. Es muy reciente que empiece a enfocarse la mayor mortalidad masculina asociada a problemas de corazón, a ciertos tipos de cáncer (pulmón y próstata) y, sobre todo, la enorme mortalidad debida a muertes violentas: homicidios, accidentes y suicidio. Mención aparte merecen las adicciones, en especial el alcoholismo (Menéndez, 1990 en Keijzer, 2003). 

			En este marco, la relación de la salud de los hombres comenzó a ser un tema de especial atención por cómo la masculinidad incide en una serie de prácticas y predisposiciones que afectan la salud, al punto que se habla de la toxicidad de la masculinidad hegemónica (Bonino, 2008). Esto se evidencia en distintas prácticas, como lo hace notar Marcos-Marcos, et al. (2020) al referirse que los problemas de salud de los hombres están relacionados con un estilo de vida masculino poco saludable basado en prácticas temerarias y conductas de riesgo, dietas inadecuadas, baja tendencia al autocuidado, estrés, consumo abusivo de alcohol, tabaquismo, competitividad, imprudencia, analfabetismo emocional, entre otros. Además, se destaca que “de la misma forma que varía la identificación de cada hombre con el modelo de masculinidad hegemónico, también varía la magnitud de los riesgos para su salud” (Ibíd., p. 7).

			

			Esto también se explica a partir del reconocimiento de la masculinidad hegemónica con sus sentidos y significados de lo que la sociedad define como esperable y recomendable para los varones y, por contraste, todo aquello que resulta inadecuado dentro del universo de la masculinidad. Estas expectativas, se convierten en mandatos —detonantes desencadenantes— que operan como guiones para cumplir con el ideal de masculinidad. Algunos de sus imperativos pueden ser naturalizados e incorporados en la cotidianidad, tanto de hombres como mujeres. Segato (en ANRed, 2020) los describe como los imperativos que ha de cumplir el varón para desempeñarse como tal, desde que nace hasta que muere, incluyendo el cómo ha de comportarse frente a las mujeres. Explica que estos mandatos instalan una visión en los hombres sobre las mujeres para relacionarse con ellas, tratándolas como objetos de conquista para fines sexuales y lograr la reproducción de su estirpe.

			Según Segato, la masculinidad es una estructura basada en un pacto, que es violento por definición, descrito como un artefacto instalado en el corazón de los hombres. La víctima preliminar del mandato de masculinidad, aquello a los que los hombres deben sujetarse y doblegarse, son los hombres. Primero estos se victimizan entre sí y, posteriormente, viene la victimización de las mujeres (ANRed, 2020). 

			4. Estudios sobre las masculinidades 

			Es importante señalar que, aunque hay numerosas investigaciones sobre la violencia de género y su impacto en las mujeres,2 en las que implícitamente se identifica a los hombres como principales agresores y causantes de estas violencias, corroborando así a la masculinidad como un factor de riesgo para las mujeres, también se priorizan estudios que analizan la problemática del varón y su masculinidad como desencadenante de múltiples efectos. En esta perspectiva se comentan las siguientes.

			Un ejemplo de esto es el estudio La caja de la masculinidad: ser hombre joven en Estados Unidos, el Reino Unido y México (2017), realizado por Heilman, Barker y Harrison. Este trabajo aborda la autodefinición de la masculinidad en hombres jóvenes, de 18 a 30 años, considerando la diversidad étnica y social en cada uno de los tres países.

			Utilizando encuestas y grupos de discusión, los investigadores diseñaron una herramienta llamada ‘caja de la masculinidad’. Esta herramienta explora un conjunto de creencias transmitidas por padres, familiares, medios de comunicación, pares, mujeres y otros miembros de la sociedad, quienes presionan a los varones a comportarse de maneras específicas. Los resultados revelaron que algunos hombres se sitúan dentro de la caja, donde ‘encajaban’ con los constructos tradicionales de masculinidad, mientras que otros, ‘fuera de la caja’, se identificaban con perspectivas más liberadoras y sostienen ideas y actitudes más positivas y equitativas sobre cómo pensar y actuar ‘un hombre de verdad’.

			La escala de la caja de la masculinidad está construida en torno a diecisiete mensajes organizados en siete pilares: autosuficiencia, fortaleza, atractivo, roles masculinos rígidos, heterosexualidad y homofobia, hipersexualidad y agresión y control. Los resultados evidenciaron que:

			Los efectos perjudiciales de la caja de la masculinidad en los hombres jóvenes son severos, reales y problemáticos. La mayoría de los que se adhieren a sus reglas tienen mayor probabilidad de arriesgar su salud y bienestar, romper con sus amistades más íntimas, resistirse a buscar ayuda cuando la necesitan, sufrir de depresión y a considerar acabar con sus vidas. Asimismo, son más propensos a usar violencia —verbal, virtual y física— contra otros y a acosar sexualmente a las mujeres, e igualmente, sus probabilidades de ser víctimas de violencia pueden ser mayores. Tienen más tendencia a involucrarse en comportamientos riesgosos como el abuso del alcohol, tienen entre dos y tres veces más en accidentes de tránsito y están menos dispuestos a forjar relaciones y amistades estrechas. (Heilman, et al., 2017, p. 60)

			El estudio de la APA Boys and Men Guidelines Group. Guidelines for psychological practice with boys and men (2018) adopta una mirada preventiva para orientar a niños y hombres en la identificación de una masculinidad nociva. Este documento técnico proporciona pautas para que profesionales de la psicología en EE. UU. eviten prácticas asociadas a una masculinidad tóxica, proponiendo intervenciones que aseguren el cuidado de la salud mental masculina. Documentado con los más de cuarenta años de investigación, el estudio advierte de los peligros de una ideología de masculinidad asociada tradicionalmente a la competitividad, dominio, antifeminidad, agresión, búsqueda de riesgo, evitación de las muestras de debilidad, entre otros, sobre niños y adultos. Uno de los hallazgos clave es que las prácticas de socialización que fomentan la autosuficiencia, fortaleza y la minimización de problemas desde una edad temprana, conducen a hombres adultos menos propensos a buscar tratamiento de salud mental. Este tipo de masculinidad tóxica, según los estudios científicos, limita el desarrollo psicológico de los hombres, restringe su comportamiento y estrategias de afrontamiento, incrementa el conflicto de rol de género e influye de manera negativa en su salud física y mental.

			Otro estudio relevante es Masculinidades y salud en la Región de las Américas, de la OPS (2019), que sostiene la relación entre la masculinidad y su incidencia en la salud y bienestar de los hombres. Este estudio identificó determinantes sociales, como etnia y raza, trabajo, salud sexual y reproductiva, orientación sexual y la participación en el parto y paternidad, que pueden afectar la salud masculina. Los resultados evidenciaron que:

			Existe una relación estrecha entre masculinidad y salud. Los roles, las normas y las prácticas impuestas socialmente a los hombres exigen o refuerzan su falta de autocuidado e incluso el descuido de su propia salud física y mental. Esto ha generado una cultura del riesgo con modos, estilos de vida y conductas asociadas que vulneran y afectan negativamente la vida de los hombres en distintas áreas. (p. 19

			En el contexto ecuatoriano, un trabajo —exploratorio, descriptivo y comparativo— Los hombres también sienten (2024), de Merlyn, Jayo, Morales y Moreta-Herrera, considera las consecuencias de la masculinidad tradicional en la salud mental y relaciones de hombres ecuatorianos. El estudio implementó diferentes cuestionarios para evidenciar las consecuencias de la masculinidad tradicional (dominante) en la salud mental y relaciones de 1044 hombres de 18 a 35 años. Se propuso explorar las posibles consecuencias de la adhesión a los valores de la masculinidad tradicional en el bienestar mental de los hombres, sus relaciones e interacciones sociales, mostrando que

			los hombres que se identifican con la masculinidad tradicional están más satisfechos con su vida y presentan menor riesgo de depresión; sin embargo, también están más desconectados de sus emociones, presentan conductas de riesgo (accidentes de tránsito, peleas), muestran dificultades para intimar en sus relaciones personales y tienen problemas en sus interacciones sociales en lo referente a homofobia, bullying y acoso sexual. Se concluye que el aparente bienestar proviene de la conformidad con la norma social, pero que el costo de adherir a la masculinidad tradicional es alto en el plano emocional y relacional. (Merlyn, et al., 2024, p. 21)

			5. Políticas públicas desde la problemática de la masculinidad

			A partir de las evidencias de distintos estudios y las realidades sociales, que tienen a los hombres como principales protagonistas, se han propuesto diferentes iniciativas en el ámbito de políticas públicas que atiendan esta problemática de los varones (Aguayo, et al., 2016). Hablar de política pública implica una superación de las políticas gubernamentales que permanecen vigentes en el período de Gobierno de quienes las promueven, hasta llegar a una propuesta teórico metodológica que eleve los niveles de eficiencia del Gobierno y amplíe la participación social. Esta exige el concurso de distintos actores sociales y políticos, así como la suma del conocimiento interdisciplinario, que buscan elevar la eficiencia de la Administración pública en beneficio de la sociedad (Figueroa y Franzoni, 2014).

			La creación de políticas vinculadas con los varones parece seguir el siguiente recorrido. Primero, surgen políticas relacionadas con las mujeres que vinculan a los varones, especialmente desde los enfoques de igualdad y equidad de género. En este marco, Aguayo y Sadler (2011) observan que las políticas existentes son androcéntricas, desarrolladas por y para grupos específicos de hombres y proteger privilegios. Al no entender a los hombres como género, asumen que todos son iguales y que poseen la misma cantidad de poder y que estos no cambian.

			Segundo, se encuentran distintas políticas de carácter represivo, en el ámbito de la violencia de género; estas parecen enfocarse en qué hacer con los hombres, desde la protección de sus víctimas. Aquí se ubica una literatura promovida desde el continente europeo.3 En este escenario observamos distintas políticas implementadas en México, Uruguay, Chile, Brasil, Argentina y Perú que incorporan una mirada desde las masculinidades. Estas políticas se abren a un enfoque pensado no solo en los hombres como sujetos de la violencia, sino como personas que también cargan con el peso del patriarcado, lo que incide en su propia salud y en todo aquello con lo que se relacionan.

			En tercer lugar, aparece un enfoque de políticas pensadas en los varones desde una comprensión más amplia, que incluye aspectos de los estudios de masculinidades, la salud integral, los factores de riesgos asociados, entre otras problemáticas.4 En Ecuador no existen políticas públicas en esta línea, si bien aparece un intento de colocar el tema en la agenda del 2014 por intermedio de la Coordinación General de Gestión del Conocimiento Dirección de Investigación y Análisis del MIES, con cierta incidencia de productos comunicacionales; este no avanzó a una instancia mayor.

			En 2022, la Agenda para la Igualdad de Género 2021-2025 designa al Consejo Nacional para la Igualdad de Género, institución del gobierno responsable de asegurar la formulación de políticas públicas, plena vigencia y ejercicio de derechos como la salud, la educación, el cuidado, la protección frente a la violencia y muchos otros derechos de las niñas, adolescentes, jóvenes, mujeres y personas LGBTI+.5

			Aunque esto evidencia alguna sensibilidad ante el tema, también se vislumbra un camino positivo con medidas de legislación como el reconocimiento legal del feminicidio, varias leyes, desde lo laboral, que promueven la inclusión de cuidados tanto de la madre y el padre ante el nacimiento de un hijo,6 distintos programas y planes de prevención de violencias de género. Aun todas estas buenas iniciativas resultan insuficientes ante una problemática mayor, que se muestra desbordante y exige medidas no solo reactivas, sino preventivas para incidir a largo plazo.

			6. Conclusiones

			La masculinidad de los varones es un tema pertinente y relevante que amerita la atención de proyectos encaminados a políticas públicas; tanto por ser parte de una problemática amplia y compleja como la violencia, que invita a ser analizada como una variable clave para la búsqueda de alternativas preventivas a largo plazo. Esto es corroborado por estudios y leyes que se vienen aplicando en otros países, que incluyen a los varones y su masculinidad en la atención prioritaria y estratégica como factor asociado con los riesgos.

			El camino de políticas públicas que vinculen a los varones y su masculinidad debe considerar una hoja de ruta que reconozca la importancia de atender la formación de masculinidades positivas, trabajando con niños, niñas, adolescentes, jóvenes y hombres adultos; posibilitando a estos últimos espacios y leyes que promocionen el autocuidado, el cuestionamiento y la participación de los hombres en los procesos de igualdad de género, sin descuidar el desarrollo saludable de su masculinidad.

			Por ejemplo, desde los ámbitos sociales, culturales y laborales se podría explorar políticas de atención a varones, como espacios que responden a las necesidades de los hombres que se enfrentan a experiencias de violencias, manejo de emociones y diferentes riesgos por los mandatos de masculinidad. De forma articulada con gobiernos locales, ONG y empresas privadas, se podrían crear centros de desarrollo de masculinidades positivas. Estos brindarían atención a varones desde la adolescencia, integrándolos en una relación comunitaria preventiva. En México, ya existen experiencias similares que pueden servir como modelo.7 Desde el ámbito laboral, el Ministerio de Trabajo podría reevaluar el tiempo de permiso de lactancia que cuentan las mujeres con sus bebés recién nacidos y el involucramiento de los varones en esta etapa, dado que, al ser la responsabilidad compartida en la atención prioritaria de los hijos, es válida una ley que incluya mayor tiempo a los varones para permanecer y atender a sus bebés. A la par también desde este ámbito, es pertinente incluir evaluaciones psicológicas a varones que inician una nueva etapa laboral, a fin de identificar la condición de su salud emocional, el manejo de la ira, el tipo de masculinidad que influye en su identidad; y a partir de ello, las entidades laborales pueden brindar atención a los varones, ya que invertir en el cuidado de estos, representa un mejor rendimiento laboral.

			Se tendrá en cuenta que, el patriarcado, al igual que otros sistemas de dominación, es capaz de absorber parcialmente la crítica y la disidencia, con el fin de fortalecerse y adaptarse mejor a los tiempos. Muchos puntos de vista buscan transformar de manera cosmética la masculinidad dominante, eliminando las posibilidades de modificar radicalmente el orden social en el que se fomenta la violencia. Por esta razón, los proyectos de transformación de la masculinidad no se deben reducir solo a encontrar nuevas características positivas para su actuar. Se requiere que cualquier propuesta en este objetivo incluya explorar otros modos de construcción de los hombres, el compromiso de resistir y desmontar el patriarcado, despatriarcalizar la sociedad, cuestionar la figura masculina y la posición desigual sobre las mujeres como los privilegios otorgados por este sistema. Solo afectando el mundo social en el que se socializan los hombres se podrán plantear cambios sustanciales en su relacionamiento. Es aquí donde las políticas públicas tendrán incidencia, ya que, si podemos cambiar a los hombres, podemos cambiar el mundo.
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			Fentanilo y xilacina: efectos en habitantes de calle. Una revisión sistemática 

			Hugo Merchán-Arias1

			1. Introducción

			Este artículo estudia el problema de la droga de diseño denominada tranq, que es una combinación de fentanilo, un opioide usado para el tratamiento del dolor, adulterado con xilazina, un anestésico aplicado en medicina veterinaria. Esta mezcla ha provocado pandemias de consumo problemático en varios países (Edinof et al., 2023). La problemática de la droga tranq afecta principalmente a varones que viven en condiciones de exclusión, marginación y discriminación, considerados habitantes sin hogar, en un contexto social clasista y consumista que los relega a un ambiente empobrecido, sin acceso a la salud mental, empleo, educación y bienestar social. Estos hombres, a menudo solos y separados de sus familias, enfrentan la delincuencia, la prostitución y enfermedades como el VIH y otras enfermedades infecciosas (Harris et al., 2023).

			Es importante señalar que no existen definiciones académicas consolidadas de la droga tranq (combinación de xilazina y fentanilo) debido a la escases de investigaciones y datos en la literatura en Latinoamérica. La mayoría de la información disponible proviene de redes sociales y reportajes periodísticos. Esta revisión sistemática se enfocó en artículos y reportes clínicos para identificar los efectos e intervenciones más relevantes sobre la droga tranq. Se empleó el método Prisma para la selección, clasificación y análisis de los documentos en once bases de datos.2

			

			Se eligieron artículos completos, en inglés, de acceso abierto y publicados entre 2017 y 2023. Por otro lado, los descriptores de búsqueda utilizados incluyeron drug tranq, drug zombi, xilazina, fentanilo tranq, empleando operadores booleanos como “and”, “not” y “entre”. Además, los criterios de exclusión fueron artículos en español y portugués, estudios realizados en países latinoamericanos y aquellos que trataban sobre otras drogas. Sin embargo, los artículos sobre la droga tranq en humanos son limitados y presentan una alta duplicación de información; además, estos trabajos no eran estudios experimentales o cuasiexperimentales. En la tabla 1 se presenta la metodología prisma que sirvió para la búsqueda y selección de las unidades de análisis.

			Tabla 1

			Diagrama de flujo Prisma, búsquedas de inclusión y exclusión de artículos
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			Fuente: elaboración propia.

			Los estudios advierten de la presencia de xilacina en varios tipos de drogas en las calles. Se necesitan más estudios que involucren seres humanos para recopilar datos sobre dependencia, cronicidad y el abuso de la droga tranq, que conduce a la mortandad; así como definir tratamientos médicos, psicológicos y rehabilitación social para los consumidores. Algunos efectos de esta droga son: amputaciones, infecciones de piel, necrosis, daños psicológicos y físicos, sobredosis y la muerte de personas varones sin hogar.

			2. Desarrollo

			2.1. Antecedentes de la droga tranq

			Como se ha mencionado, este estudio es una revisión sistemática de la droga sintética combinada del fentanilo y xilacina que se consume en Estados Unidos, Canadá y Puerto Rico. La droga se conoce como tranq, diminutivo de tranquilidad, en estos países (Logan et al., 2022). Por comparar la postura y el estado deteriorado de las personas bajo los efectos de la sobredosis, también se la llama droga zombi y tranq dope. También se conoce como fentanyl rainbow, droga dope, fental-tranq, y fue sintetizada por Bayer en 1962. Según la literatura, no es un opioide; en cambio, es un agonista alfa-2, un potente sedante, anestésico y relajante muscular que se usa para uso veterinario, particularmente en caballos (Papudesi et al., 2024). La historia del primer consumo ilegal de la droga xilacina en humanos se reportó por primera vez en Puerto Rico, adulterada con heroína y cocaína hacia el año 2000, era conocida en la jerga callejera como speedballs (Lancu et al., 2023). Sin embargo, alcanzó fama mundial por los reportajes periodísticos y documentales en internet, según la Drug Enforcement Administration (DEA, 2022).

			Por esta situación, profesionales de todas las disciplinas en Estados Unidos luchan contra el aumento de los opioides desde la pospandemia del covid-19 que provocó el incremento de la venta libre de medicamentos adulterados con fentanilo y xilacina (Hoffman et al., 2024). La comercialización de la xilacina se da través de distribuidores farmacéuticos en sitios web de medicina veterinaria y en internet desde China. Esta droga se consume de forma líquida o en polvo, al margen del control de las autoridades (Lancu et al., 2023), porque no está aprobada para uso humano por la Administración de Control de Drogas de EE. UU. (Ashique et al., 2024). Por otra parte Warfielo (20233) afirma que, en las actualizaciones de salud pública del Departamento de Salud de Filadelfia, se informó la detección de xilazina en un 90 % de los opioides callejeros, por lo que está siendo utilizada para adulterar fentanilo, fármacos y otras drogas como heroína, marihuana y cocaína de manera libre en los barrios y comunidades más pobres de los países industrializados.

			

			2.2. Los síntomas

			En cuanto a la sintomatología del síndrome de abstinencia, los síntomas por abstinencia de xilacina son más graves que los de la heroína o la metadona, incluyendo dolores agudos (DEA, 2022). Además, se utiliza para prolongar los efectos eufóricos y retrasar aquellos síntomas. Sin embargo, si se combina con heroína, puede provocar sobredosis, dependencia física y mental, un mayor riesgo de muerte y daño del nervio radial en las heridas (Sun et al., 2024).

			Por otra parte, el fentanilo, otro componente importante, es un antagonista sintético de los receptores opioides (Lancu et al., 2023), y es más potente que la heroína (Miller et al., 2022). Esta substancia ha provocado la muerte de 107 000 personas en Estados Unidos, según la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en 2022 (UNODC). Los efectos del fentanilo incluyen dolor corporal, sobredosis, coma o la muerte (Castillo et al., 2023). Además, provoca un síndrome de abstinencia inmediato y altamente adictivo; en pocas palabras, una mínima dosis de fentanilo puede ser mortal, particularmente en hombres, causando la muerte en seis minutos tras su administración (Smith et al., 2023). Por esta razón, la atención de emergencia debe ser inmediata (Pergolizzi et al., 2023). Cabe destacar que muchos de los consumidores desconocen que la droga contiene fentanilo adulterado con xilacina (Megan et al., 2022). En algunos casos, los sujetos se convirtieron involuntariamente en drogadictos al usar medicamentos adulterados con esa droga, intentando calmar el dolor de sus enfermedades médicas o escapar de exclusión social en los países más ricos (Logan et al., 2022).

			2.3. El contexto del consumo de la droga tranq

			En las grandes ciudades, los sectores donde se consume la droga conocida como tranq son áreas reprimidas, social y económicamente excluidas, alejadas de los grandes centros turísticos y financieros de los países industrializados (Hauschild, 2023). Los usuarios de esta droga suelen buscar lugares aislados, como casas abandonadas o calles desoladas, para su consumo (Harris et al., 2023). Dichos barrios, mayoritariamente caribeños, dominan el mercado minorista de drogas en la ciudad de Filadelfia (Friedman et al., 2022). La droga tranq es utilizada para el consumo recreativo debido a su bajo costo, fácil acceso y transportación; sus consumidores presentan un deterioro considerable en su salud física, social y psicológica (Ladner et al., 2023).

			Se mencionan a continuación los resultados de ocho unidades de análisis, que incluyen reportes y artículos, todos procedentes de EE. UU. y publicados en inglés. Estos fueron encontrados en bases de datos como PubMed, Scopus y Bielefeld. Es importante destacar que los resultados se centran en los efectos del consumo de tranq, pero también es necesario abordar el fentanilo y su combinación con xilacina.
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							Estudio retrospectivo 
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							Revisión en Pubmed y Google escolar 
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			Fuente: elaboración propia.

			

			La literatura señala que la última revisión de la xilacina fue realizada por Shahana Ayub en 2023; por lo tanto, aún no existe una revisión sistemática sobre la droga tranq en seres humanos. Los métodos utilizados por los estudios incluyen: comparativos post mortem, retrospectivos, ensayos clínicos, manejos quirúrgicos, cohortes multicéntricos, análisis bivariados, revisión de informes de casos y revisiones sistemáticas. Por lo tanto, no existen datos científicos de grandes muestras sobre sus efectos. A continuación, se detallan más datos e información en la tabla 3.
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							Xilacina mezclado con heroína 

						
							
							Análisis bivariado, aplicación de instrumentos 

						
							
							No 

						
							
							3l,79 % corresponde a hombres, el 81 % no tenía hogar 

						
							
							No 

						
							
							Análisis de regresión, muestra 451 consumidores 

						
							
							Estado de salud bajo y probabilidad de un diagnóstico hepatitis C y de VIH 

						
					

					
							
							Ayub, Shahana et al. (2023) EE. UU.
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							No aplica
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							Análisis univariadante y regresión logística, multivariado 
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			Fuente: elaboración propia.

			

			2.4. Las consecuencias de la droga tranq

			Los resultados nos permiten sistematizar y sintetizar de manera detallada (unidades de análisis 4, 5, 6 y 8) los síntomas y consecuencias presentes en los varones al consumir tranq (combinación de xilacina y fentanilo), que incluyen: úlceras necrotizantes, abscesos, infecciones de heridas, lesiones cutáneas, amputaciones, depresión del sistema nervioso y respiratorio, bradicardia, hipertensión arterial, cáncer, dependencia física y mental. Asimismo, deterioro cardiovascular, convulsiones, síntomas psiquiátricos y neurológicos, alteraciones de neurotransmisores, ansiedad, inquietud, fatiga cognitiva, insomnio, dificultad para hablar, amnesia e incremento del azúcar. Algunos sujetos se aplican xilacina para aliviar el dolor de las úlceras en la piel, lo que agrava la condición (Castillo et al., 2023, Lancu et al., 2022., Pergotizzi et al., 2023., Zawiska et al., 2022., López et al., 2022).

			Además, afecta al sistema nervioso por la reducción de la noradrenalina y serotonina debido a los efectos sedantes de la droga tranq (Edinof et al., 2024). Esta droga permite prolongar el efecto de los opioides; su euforia es más adictiva que la de la heroína y dura entre 6 horas y 4 horas (NACCT, 2022). Los estados alterados de la conciencia provocan el incremento de violaciones, robos, agresiones sexuales, suicidios accidentales e intencionales, y asesinatos, (Pergotizzi, et al., 2023). Sin embargo, en estudios post mortem, la xilacina ha sido detectada en la muerte por sobredosis en un 31 % de varones. Además, esta droga ha sido encontrada en un 90 % de las drogas callejeras (Johnson et al., 2020), actuando como un poderoso sedante y analgésico muscular en seres humanos (Zawiska et al., 2022). La presencia de la droga tranq se ha identificado en reportes de sobredosis en nueve países, sin contar con protocolos para manejar sobredosis y reversión en el sistema de salud para el abordaje de esta droga presente en las calles de los países industrializados (Pergotizzi et al., 2023).

			2.5. Población masculina afectadas por la droga tranq 

			Se infiere que el problema de la droga tranq afecta mayoritariamente a varones sin hogar: un 81 % (López et al., 2021). Además, los estudios indican que los hombres fueron algo más sensibles que las mujeres a la letalidad inducida por el fentanilo cuando se administró solo o en combinación con xilacina (Smith et al., 2023). La mayoría de los fallecidos, según un estudio en el condado de Jerson, Alabama (n=113, 68,5 %) eran del sexo masculino; la mayoría eran blancos (n=97, 58,8%), seguidos de negros (n=62, 37,6 %) e hispanos (n=6, 3,6 %). La gran parte de las muertes correspondió a sujetos sin alojamiento (18,2 %) (Bradford et al., 2024). Se resalta el aumento de 40 000 a 106 699 muertes en 2021; muchos no sabían que las drogas habían sido adulteradas con fentanilo, y el 98 % de los fallecidos por xilacina tenían cointoxicaciones con fentanilo (Edinof et al., 2024).

			La insalubridad al momento de consumir la droga tranq en varones los lleva a reutilizar jeringas e inyectarse sin ningún tipo de higiene, exponiéndose a una alta probabilidad de portar hepatitis C y de contraer el VIH. Además, se identifica que la dosis mortal es de 1200 mg, situación de la que no son conscientes (Ayub et al., 2023; Hauschild et al., 2023). Bajo el efecto de la droga, los consumidores se manifiestan somnolientos, moribundos, agonizantes, con movilidad lenta, tirados inconscientes en el piso, piel ulcerada, discapacitados con amputaciones y necrosis (Warfielo et al., 2023). Por lo que la tasa de nuevos discapacitados por consecuencia a la drogadicción va en aumento.

			2.6. Mecanismos de respuesta

			Se deben implementar al abordaje nuevos tratamientos integrales, tanto de fármacos como de pruebas para la detección de xilacina dentro y fuera de las fronteras de los países afectados, proveyendo diagnóstico y tratamiento que permitan la adherencia a las personas consumidoras, como mencionó Ayub et al. (2023). Los gobiernos deben distribuir naloxona en todas las comunidades para ayudar a salvar de la muerte por sobredosis a los habitantes de calle, un medicamento antagonista de los receptores opioides que sirve para resucitar a las personas con sobredosis (Zawilska, 2023., Johansen et al, 2023). Es necesario brindar asesoría e información a los migrantes y personas de bajos recursos sobre el tratamiento para el cuidado de las heridas, muchas de las cuales requieren injertos o amputaciones de sus extremidades (Warfielo et al., 2024). Por último, se debe asesorar con información de reducción de daños relacionada con esta droga, como menciona Bradford et al. (2024).

			Las instituciones sociales deben establecer diálogos para reconstruir una masculinidad libre del consumo de droga, eliminando los comportamientos de riesgo de consumo de drogas altamente peligrosas para la salud de los varones vulnerables que son propensos a ser habitantes de calle.

			3. Conclusión

			Con respecto al sesgo y la calidad de esta revisión sistemática, se reitera que no hay estudios previos con seres humanos que cuenten con calidad y rigurosidad metodológica; muchos datos provienen de reportes y casos documentados. Tres de los estudios incluyeron una muestra de 2504 personas, de entre 35 y 54 años, todas de raza blanca; un estudio de laboratorio detectó la presencia positiva de xilacina en 200 participantes.

			En definitiva, se alcanza a identificar la situación deshumanizada que viven los varones que habitan en las calles, cuyos cuerpos se van desmembrando lentamente debido a las úlceras necrotizantes, abscesos y lesiones cutáneas, y mueren en los pavimentos de las calles antes las miradas esquivas de una sociedad insensible y discriminatoria. Ante esta situación, la sociedad, los gobiernos y las instituciones del Estado deben definir acciones y mejorar su sistema de salud pública para el cuidado de la salud física, mental, emocional y social de los varones que mendigan en las grandes ciudades del mundo.

			Se deben establecer tratamientos preventivos para disminuir las infecciones, la sobredosis, el VIH, los delitos y la muerte, con programas que atiendan las características sociales y culturales de las masculinidades hegemónicas que afectan a los hombres habitantes de calles. Es preciso elaborar mecanismos de rehabilitación, reducción de la mendicidad, reinserción familiar, educativa y laboral para reparar la vulneración de los derechos de estas personas. Además, son pertinentes campañas de información sobre los peligros de la presencia de la droga tranq combinada con marihuana, cocaína y heroína para incrementar la conciencia sobre el autocuidado.

			

			Es recomendable que los servicios de salud mental construyan redes para la prevención de la droga tranq a lo largo de todas las naciones de América, alertando e interviniendo sobre los efectos de esta droga. El Estado y la sociedad civil deben crear acciones políticas, socioeducativas, comunitarias, familiares y de atención psicológica con un protocolo de tratamientos de desintoxicación, abstinencia, rehabilitación y reinserción social de manera integral. Asimismo, se necesitan programas sociales que disminuyan la discriminación, exclusión y marginación que padecen los consumidores de drogas que habitan en las calles y que las sociedades reflexionen sobre los efectos de la masculinidad hegemónica que provoca la conducta de riesgo del consumo de drogas.
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			1. Antecedentes y contexto

			Este artículo busca identificar el contenido y alcance del asilo diplomático en el contexto ecuatoriano, con especial énfasis a partir de los casos de Assange y Glas. De una parte, el Estado ecuatoriano, suscriptor de la Convención sobre asilo diplomático de 1954, con fundamento en su independencia, atendió en su Embajada en Londres la solicitud de asilo por persecución política realizada por el periodista Julian Assange en 2012. De forma inmediata el Gobierno del Reino Unido emitió un comunicado en el que advirtió sobre el ingreso a la sede diplomática para detenerlo, debido a un proceso abierto de extradición hacia Suecia por el cometimiento de delitos comunes, ello con fundamento en su ley interna sobre instalaciones diplomáticas y consulares de 1987. Esto no ocurrió, pero, en 2019, el Gobierno de Ecuador retiró el asilo a Assange y autorizó que la policía arrestara a Assange dentro de la embajada.

			Por otra parte, en el caso del político Jorge Glas, que alegaba persecución política, recibió asilo del Gobierno de México en diciembre de 2023 en su sede diplomática en Quito. Glas había sido sentenciado por delitos de corrupción, asociación ilícita, peculado y cohecho y, en abril de 2024, el Gobierno ecuatoriano ordenó a miembros del bloque de seguridad el ingreso a la sede y su detención. Este acto, contrario a la norma y principio de inviolabilidad de sede diplomática contenida en la Convención de Viena de Relaciones Diplomáticas de 1963, fue acreditado por parte del Gobierno ecuatoriano.

			Cabe precisar que, durante las últimas décadas, las solicitudes de asilo político en la región han sido frecuentes. En ese contexto, en el sistema internacional contemporáneo, son las fuentes del derecho internacional las que regulan las relaciones exteriores entre los sujetos internacionales. La Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus protocolos del año 2000 conminan a los Estados parte impedir que una persona juzgada por delitos de delincuencia organizada y corrupción pueda evadir la justicia de un Estado y el enjuiciamiento al solicitar protección en otro país.

			En ese sentido, a través de una investigación documental con enfoque cualitativo y técnica revisión documental, concluyo que la institución del asilo político, debido a las implicaciones y efectos jurídicos en el Derecho Internacional requiere de la adecuación normativa que elimine falta de discrecionalidad de los Estados, así como garantice el debido proceso en todas sus fases.

			2. Introducción

			La institución de asilo está contenida en la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) y constituye un derecho inherente a la dignidad humana, dado que una persona puede invocarlo en momentos de peligro o por temores fundados de persecución. En 1951, la Organización de Naciones Unidas, a través de la Asamblea General, aprobó la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados en el contexto del genocidio nazi. Posteriormente, en 1967, el Protocolo de Nueva York amplió la definición de refugio para incluir motivos de persecución no solo vinculados a raza, etnia, género, identidad cultural, opinión política, confesión religiosa o conflicto armado, sino también a conmoción interna, agresión extranjera o graves violaciones de derechos humanos.

			En América Latina, es el Sistema Interamericano de Derechos Humanos el que ha desarrollado la institución del asilo por motivos políticos y desde 1954, puso en vigor dos mecanismos convencionales sobre el asilo político: territorial y diplomático. Estos instrumentos definieron dicha institución jurídica que protege a personas con fundados temores de persecución política y requieren protección de un Estado. En estos documentos se precisa la facultad autónoma de los gobiernos de conceder asilo a personas extranjeras que temen por su vida, libertad e integridad, lo cual contiene la calificación de la persecución política, ello asegura que la persona reconocida como asilada no será objeto de devolución al Estado que le persigue y garantiza que ninguna persona que haya cometido un delito común pueda ser exenta de responsabilidad.

			En cuanto al abordaje metodológico, el artículo se fundamenta en el enfoque cualitativo, el cual “evalúa las categorías relevantes y profundiza las interpretaciones” (Hernández y Mendoza, 2023, p. 421). Según Olabuénaga (2009), la metodología cualitativa aborda los hechos sociales de forma que busca captar la información, reconstruir los significados, de forma inductiva al sistematizar la información mediante el método analítico. El diseño de investigación es documental (Arias, 2012), pues se utilizarán fuentes de información secundaria contenida en documentos, bibliografía, libros y artículos de investigación. El material bibliográfico será “procesado, analizado e interpretado” (López, 2013, p. 40), a través de la técnica de revisión documental, cuyo instrumento es la ficha bibliográfica.

			3. Desarrollo

			3.1. Asilo político

			El asilo es una institución de derecho internacional, que consiste en la protección que un Estado concede a una persona perseguida por diversos motivos, uno de ellos el político. Entre los antecedentes históricos del asilo político se resalta que, antes del Estado moderno, el asilo religioso era reconocido como una protección para personas que se refugiaban en lugares sagrados como templos, monumentos o bosques. Más tarde, en el siglo XVI, los monarcas comenzaron a oponerse al derecho de asilo, considerándolo una institución contraria a la soberanía nacional, razón por la cual el derecho civil generalmente no lo contemplaba.

			

			Según Roca (2007), el asilo político, ya sea territorial o diplomático, es concedido por el Estado asilante a la persona que está siendo perseguida por delitos políticos o conexos a estos. La concesión del asilo político procede solo si la persecución está vinculada a delitos políticos y no a delitos comunes. Un delito político se refiere a cualquier acto o conjunto de acciones que atenten contra el ordenamiento político-jurídico de un Estado con el fin de cambiar su estructura. Ossorio (2013) apunta que, aunque no existe consenso doctrinal sobre si los delitos políticos comprometen directamente el orden constitucional o las funciones de un Estado, entre estos delitos se incluyen la rebelión, la sedición, la traición y el espionaje.

			Existen dos tipos de asilo político según la doctrina: territorial y diplomático. Dias y Quiroga (2019) destacan las siguientes diferencias entre ambos:

			
					La persona que solicita la protección en el caso del asilo territorial lo realiza dentro del territorio del Estado asilante, mientras que el asilo diplomático se solicita dentro de las misiones diplomáticas del Estado acreditado fuera de su territorio.

					El asilo territorial protege a una persona extranjera perseguida o en peligro dentro de un territorio y es reconocido globalmente mediante la figura de refugio. En cambio, el asilo diplomático solo es reconocido en los países que han suscrito la Convención Interamericana sobre Asilo Diplomático de 1954.

			

			3.2. Asilo diplomático

			El asilo diplomático surgió en el siglo XV cuando la República de Venecia estableció misiones diplomáticas permanentes. Durante la Revolución francesa y emancipación americana en el siglo XVIII, se realizaron reformas jurídicas que protegían el asilo, la libertad de expresión y de pensamiento, estableciéndolo como un derecho respetado y amparado por el Estado. Esto proporcionó protección a quienes eran perseguidos por sus ideas políticas o religiosas contrarias al gobierno.

			En el contexto internacional, los primeros agentes diplomáticos fueron designados en Italia en el siglo XV (Saltos, 2013). Según Calduch (1993), la diplomacia en un inicio fue ambulante y tenía funciones especiales; en la Edad Media, la Santa Sede, como gobierno del Vaticano, envió misiones temporales (nunciaturas) que, en ocasiones, albergaron a personas perseguidas por gobiernos. La historia diplomática, desde los tiempos de Tucídides en la antigüedad clásica, se ha centrado en las relaciones y formación de Estados y naciones, especialmente en Europa, con aportes significativos de las escuelas francesas, inglesas y alemanas. Desde el siglo XV hasta la actualidad, la diplomacia se ha mantenido como una práctica permanente, lo que llevó a los Estados a establecer misiones en todo el mundo.

			Las funciones de las misiones diplomáticas, contenidas en la Convención de Viena de Relaciones Diplomáticas (1961), incluyen representar al Estado acreditante, proteger los intereses de sus nacionales en el Estado receptor y actuar como mediador y negociador. Sin embargo, dentro de este instrumento que regula las relaciones diplomáticas internacionales, la institución del asilo diplomático no se encuentra reglamentada. En contraste, en el contexto latinoamericano, según Dias y Quiroga (2019), la noción de asilo político-diplomático emergió hace siglos, como se refleja en el Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo de 1889. Más tarde, en 1928, la Convención sobre Asilo fue aprobada por la VI Conferencia Panamericana de La Habana y se consolidó en 1954 cuando la Organización de Estados Americanos ratificó las convenciones sobre asilo político: diplomático y territorial.

			En ese sentido, el asilo político diplomático se refiere a la protección que un Estado, a través de su agente o misión diplomática ubicada en territorio extranjero, concede a una persona perseguida. Sin embargo, esta figura del asilo aún no es reconocida como un derecho en algunas naciones fuera de la región, como Estados Unidos y varias naciones europeas, que se niegan a reconocer dicha institución (Dias y Quiroga, 2019). Cuando un Estado otorga esta protección, asume la condición de asilado diplomático del solicitante, asegurando su inviolabilidad personal. De esta manera, se le otorgará un salvoconducto por parte del Estado receptor donde está ubicada la misión diplomática, con el fin de que la persona asilada pueda trasladarse al territorio del Estado asilante sin riesgo de detención. En Ecuador, las solicitudes de asilo diplomático son recibidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, conforme a la Ley Orgánica de Movilidad Humana de 2017.

			En el caso de Brasil, la emisión de asilo político diplomático es un derecho reconocido por la Constitución. Esta facultad la posee el Estado acreditado dentro de sus embajadas que incluyen la residencia del jefe de misión, y se extiende incluso a buques de guerra y aviones fuera de su territorio. Además, como lo señalan Días y Quiroga (2019, p. 40), una característica distintiva del asilo es su vínculo con un delito político. La primera condición “para conceder el asilo es la comisión de delitos políticos por parte del solicitante y el segundo es la urgencia”.

			Otro caso relevante es el de los políticos ecuatorianos en México, como detalla Berlanga (2021). En el contexto del asilo político en México, con especial énfasis en los solicitantes provenientes de Ecuador, esta institución es una facultad autónoma del Estado al que se le solicita asilo. Una persona extranjera, dentro de su territorio, solicita protección a través de su ministerio de relaciones exteriores. La decisión sobre la protección debe incluir una resolución motivada, que detallará los motivos de aceptación o rechazo de la solicitud.

			3.3. Derecho internacional en materia diplomática

			Dentro del Derecho Internacional Público, se han emitido instrumentos internacionales que uniforman las relaciones de los Estados. Aunque en el contexto universal no se regula el asilo diplomático como función y facultad soberana de los Estados a través de sus misiones diplomáticas, sí se reconoce la legitimidad de la función diplomática en: 

			
					Convención sobre funcionarios diplomáticos (1928): Este instrumento protege la inmunidad del funcionario diplomático, su oficina, bienes y residencia, así como los archivos y la correspondencia de la misión. El Estado receptor otorga todas las facilidades necesarias para el desempeño de funciones diplomáticas, incluyendo inmunidad en el pago de aranceles e impuestos nacionales.

					Carta de la Organización de Naciones Unidas (1945): Según principios del derecho internacional, los Estados miembros deben asegurar que no recurrirán al uso de la fuerza o amenazas contra la integridad e independencia estatal en sus relaciones exteriores.

					Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas (CVRD de 1961): Principal instrumento que regula el trabajo de las misiones y el personal diplomático en el mundo. Estipula inmunidades y privilegios, asegurando que el personal goza de libertad de circulación y tránsito, así como libertad de comunicación. En caso de ruptura de relaciones intergubernamentales, se brindarán facilidades para que el personal pueda salir del territorio del Estado receptor. En cuanto a los locales diplomáticos, se asegura su inviolabilidad, lo mismo que para vehículos, naves, aeronaves, la correspondencia oficial, los archivos y documentos de la misión. También se garantiza la libre comunicación y la exención de impuestos.

					Convención de Viena sobre Relaciones Consulares (CVRC de 1963): En su artículo 36, relativo al derecho de comunicación con los nacionales del Estado acreditado en territorio externo, facilita el ejercicio de los funcionarios consulares para atender a sus connacionales.

					Convención sobre Misiones Especiales (1969): Regula las funciones de misiones diplomáticas temporales con objetivos específicos, protegiendo la inviolabilidad de locales, archivos y documentos. Similar a la CVRD (1961), obliga al Estado receptor a adoptar medidas de protección de estos locales. 

					Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus protocolos (2000): Conmina a los Estados parte a impedir que personas perseguidas por delitos de delincuencia organizada y corrupción evadan la justicia de un Estado evitando el enjuiciamiento al solicitar protección en otro país.

					Convención de las Naciones Unidas sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes (2004): Concordante con la CVRD (1961), regula las inmunidades de los Estados según principios del derecho internacional, incluyendo los privilegios e inmunidades diplomáticas de las sedes diplomáticas, oficinas consulares, misiones especiales, y protege a los representantes diplomáticos, jefes de Estado, sus naves, aeronaves, buques y objetos espaciales, en línea la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982 y el Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Internacional de 1999.

			

			

			En cuanto al derecho internacional de los derechos humanos en materia de asilo, cabe destacar que en el sistema universal el asilo se encuentra regulado en la DUDH (1948), en la que el artículo 14 numeral 1 establece que toda persona perseguida tiene el derecho de “buscar asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país”. En el caso del Sistema interamericano, el asilo diplomático está contenido en los mecanismos convencionales establecido en 1954: Convención sobre asilo territorial y Convención sobre asilo diplomático.

			3.4. Ordenamiento jurídico ecuatoriano sobre asilo diplomático

			El sistema diplomático ecuatoriano se fundó con la creación de Ecuador como república en 1830, a través de su Cancillería. En el siglo XIX, se enviaron cónsules y luego agentes diplomáticos como parte de los miembros del servicio exterior. En 1938, se promulgó la Ley de Servicio Exterior que estableció al servicio diplomático como carrera pública. En 1987, mediante el Decreto Ejecutivo 2923, se instauró la Academia Diplomática a fin de profesionalizar el cuerpo diplomático en Ecuador. En la actualidad, está a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana. En cuanto al marco normativo:

			

			
					Convenio de Viena sobre Relaciones Diplomáticas (1961). Ecuador suscribió en 1964 este instrumento hard law,2 que detalla las funciones, atribuciones y privilegios diplomáticos.

					Convención de Viena sobre Relaciones Consulares (1963). Los cónsules son funcionarios oficiales de un Estado que actúan en territorio de otro Estado ejerciendo funciones como prestar información y ayuda a sus nacionales, desempeñar funciones notariales, llevan los libros de un oficial de registro civil, celebrar matrimonios y auxiliar a sus nacionales en circunstancias extraordinarias, aunque no son agentes diplomáticos y no tienen carácter representativo.

					Ley sobre inmunidades, privilegios y franquicias diplomáticas (1973). Señala que las misiones diplomáticas y las oficinas consulares gozan de franquicias y privilegios reconocidos en instrumentos internacionales. Existe inviolabilidad de la persona del agente diplomático, sus documentos, correspondencia y archivos, así como exenciones tributarias.

					Ley Orgánica del Servicio Exterior (2006). Es competencia del ministro de Relaciones Exteriores del Estado requerido o acreditante conceder o no asilo político-diplomático, lo cual concuerda con la Convención sobre asilo diplomático de 1954 sobre la facultad de los jefes de misión diplomática del Estado que envía para receptar las solicitudes de asilados políticos en locales diplomáticos.

					La Constitución de (2008), en su artículo 41, reconoce los derechos de asilo y refugio, sin distinción, y establece que toda persona en condición de asilo o refugio gozará de la protección del Estado en cuanto a asistencia humanitaria y jurídica con garantía del principio de no devolución.

					Ley Orgánica de Movilidad Humana (LOMH de 2017). El artículo 57 precisa que es solicitante de protección internacional toda persona extranjera que desea ser reconocida como asilada, refugiada o apátrida, y mientras se decide su caso se le concederá una visa humanitaria. El artículo 97 regula la solicitud de asilo político, refiriendo que es potestad del presidente de la República aceptar o no la solicitud.

			

			En cuanto al asilo territorial, está contenido en el artículo 96, y el asilo diplomático en el artículo 95, definiéndolo como: 

			la potestad del Estado [de] conceder protección internacional o amparo en sus misiones diplomáticas u oficinas consulares, a la persona extranjera cuya vida, libertad o integridad se encuentre en peligro inminente por razones de persecución política, generada desde su Estado de origen o desde cualquier otro Estado. (LOMH, 2017, p. 24)

			La definición que antecede guarda conformidad con lo predeterminado en los instrumentos internacionales en la materia, así como con la doctrina: es potestad del Estado asilante resolver sobre la solicitud que conoce la misión diplomática sobre el caso de una persona que se encuentre en riesgo por razones de persecución política.

			

			3.5. Análisis del asilo diplomático caso Julian Assange
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			Fuente: elaboración: Autor.

			La concesión de asilo político-diplomático se produce por motivos vinculados a la persecución política y recurrente por parte de un Estado. En este caso, Estados Unidos hacia Assange, quien es un periodista y fundador del sitio web Wikileaks cuyo trabajo fue publicar información secreta de varios gobiernos. En el caso en cuestión, en el año 2009 aparecen públicamente documentos diplomáticos filtrados que comprometieron al Gobierno estadounidense por sus actuaciones durante la guerra con Afganistán e Irán. El video (filmado en Bagdad) muestra a militares estadounidenses bombardeando a civiles (entre ellos había periodistas).

			Cabe precisar que, durante la solicitud de asilo de Assange, estuvo investigado por el gobierno sueco respecto a denuncias de dos mujeres en relación con delitos de naturaleza sexual como violación, acoso sexual y coerción ilícita. Suecia solicitó al Gobierno británico su extradición. Al existir confusión en el proceso judicial sueco y al haber colaborado con las investigaciones durante semanas, Julian Assange temía ser extraditado a EE. UU. por parte de autoridades suecas, debido a que un gran jurado en Virginia estuvo analizando su caso y podrían otorgarle cargos de conspiración y espionaje conforme a los estatutos de la Constitución de los Estados Unidos, similar al caso de Edward Snowden.

			

			En agosto de 2011, el Tribunal de Extradición y Terrorismo de Inglaterra concedió la extradición de Julian Assange a Suecia considerando únicamente acoso sexual y emite una orden de libertad condicional con arresto domiciliario, que impedía que Assange pudiera salir de su domicilio en Inglaterra. En junio de 2012, Assange incumple esta orden, se presenta en la embajada de Ecuador en Londres y solicita asilo diplomático.

			Luego de meses de estudiar el caso, el 16 de agosto del 2012, el Ministerio de Relaciones Exteriores, en rueda de prensa, emitió el Comunicado Oficial 042 en el que se detallan las razones que fundamentaron la concesión del asilo diplomático, en tanto la facultad soberna del Estado asilante y un derecho humano fundamental (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 41). Se destacó, además, el trabajo periodístico de Assange y las opiniones políticas que “compartió con el público, información documental privilegiada que fue generada por diversas fuentes, y que afectó a funcionarios, países y organizaciones”. De tal forma, que el trabajo periodístico de Assange por la información que compartió fue objeto de persecución, motivo por el cual, solicita asilo y tuvo derecho a disfrutar de él, conforme lo estipulado desde 1948 por la Declaración Universal de Derechos Humanos.

			La ley británica de Instalaciones Diplomáticas  y Consulares de 1987, no podía utilizarse como fundamento para violentar la inmunidad de locales diplomáticos y consulares, ya que contraría lo estipulado por la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1961, la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, la Carta de las Naciones Unidas de 1945,  y la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969, que en sus artículos 26 y 27 establece el principio pacta sunt servanda, esto es, que los tratados deben ser cumplidos de buena fe.

			Durante siete años, Assange estuvo asilado en la embajada ecuatoriana en Londres sin que haya podido abandonar la misión diplomática por temor a ser arrestado por la Policía británica que lo custodió hasta abril de 2019, cuando el Gobierno de Lenin Moreno analizó los motivos del asilo de Assange, así como la concesión de la nacionalidad ecuatoriana por naturalización. Ambas categorías fueron revocadas.

			Como se señaló, un Estado tiene la facultad soberana de conceder, negar o revocar la solicitud de asilo político, en este caso, sin que deba existir ningún tipo de injerencia o intervención de otros Estados (Roca, 2007). Durante los siete años que duró el asilo de Assange, Ecuador mantuvo negociaciones para que el Gobierno británico emitiera un salvoconducto que permitiera al asilado trasladarse a territorio ecuatoriano, lo cual no sucedió.

			Otro aspecto a considerar es que, en el Gobierno de Lenin Moreno se justificó que la protección concedida debido a fundados temores de persecución se diluyó el 19 de mayo de 2017 ya que la Fiscalía de Suecia archivó las denuncias en contra de Assange, de modo que se revocó su concesión. No así en el caso de Estados Unidos que buscaba extraditarlo por conspiración y espionaje desde el año 2010. Luego de ser detenido el 11 de abril de 2019 por la policía británica de la embajada ecuatoriana en Londres, el 23 de mayo de ese año, Assange fue acusado por 17 delitos adicionales según la Ley de Espionaje de dicho país.

			Más allá de la facultad soberana de los Estados para otorgar, negar o revocar el asilo, dicha institución humanitaria de protección es considerada un derecho humano. La decisión del Estado para resolver su concesión o revocación de asilo debe estar motivada, y su decisión debe justificarse en cumplimiento con los estándares internacionales de derechos humanos. Del mismo modo, la persona asilada en todo momento que se requiera tiene derecho a recurrir en todas las etapas de un procedimiento, esto es, debe ser escuchada y que su opinión sea considerada (Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1969).

			En el caso ecuatoriano, el ordenamiento jurídico, en la LOMH y su reglamento (2017) no precisan las garantías del debido proceso en cuanto al asilo político, tampoco se esquematiza el procedimiento en todas sus fases, vacíos normativos que de manera concordante se observan dentro de la Convención de asilo diplomático de 1954; de ahí que el sistema interamericano deberá adecuar la institución de asilo diplomático a los principios de movilidad humana, libre circulación y protección humanitaria. Pero no solo el sistema regional de derechos humanos, sino el sistema universal, debido a que en Estados que no reconocen el asilo diplomático al no cooperar en la emisión de salvoconductos de personas asiladas por motivos políticos, vulneran sus derechos.

			3.6. Análisis del asilo diplomático caso Jorge Glas
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			Fuente: elaboración: Autor.

			El caso del asilo diplomático que solicitó al Gobierno mexicano en diciembre de 2023 el político y exvicepresidente ecuatoriano Jorge Glas, quien ha sido sentenciado y procesado por varios delitos vinculados a corrupción y crimen organizado en el sistema judicial ecuatoriano desde 2017 hasta 2021, advierte sobre las ambigüedades en cuanto al derecho de asilo político-diplomático, lo cual requiere una revisión de la institución.

			En caso de transgresión a la inmunidad diplomática e inviolabilidad de un local diplomático, residencia, edifico, valija, documento, vehículo o medio de trasporte diplomático, que se ejecute por medio de agentes o funcionarios del Estado receptor, el Estado acreditante, en este caso México, inició un proceso judicial contra Ecuador ante la Corte Internacional de Justicia (CIJ), órgano competente para resolver estos conflictos. El principio de inmunidad diplomática obliga a los Estados receptores de misiones diplomáticas velar por su seguridad e integridad, la detención de Jorge Glas en la embajada mexicana en Ecuador omitió lo determinado en la CVRD de 1961; es la CIJ la que determina la responsabilidad internacional del Estado ecuatoriano.

			En el caso, el Estado de México dentro de su demanda del 11 de abril de 2024 ante la CIJ, solicitó el otorgamiento inmediato de medidas cautelares a fin de garantizar la protección a la inviolabilidad de su diplomacia en Ecuador. El 23 de mayo de 2024 la Corte, al no existir evidencia de urgencia y daño irreparable, no aceptó otorgarlas; sin embargo, sí condenó el incumplimiento al principio de inmunidad diplomática. El caso se encuentra en proceso (Organización de Naciones Unidas, 2023).

			Por otra parte, conforme la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus protocolos del año 2000, los Estados están obligados a negar que una persona perseguida por delitos de delincuencia organizada y corrupción pueda evadir la justicia de un Estado evitando el enjuiciamiento al solicitar protección en su país. En el caso de Jorge Glas, quien fue vicepresidente, los procesos judiciales por los cuales fue investigado y ha recibido sentencia condenatoria no constituyen delitos políticos, sino de corrupción, como cohecho, concusión, asociación ilícita.

			De ahí que, la Convención de asilo diplomático (1954) requiere una adecuación en cuanto a prohibir que los Estados concedan asilo político a personas condenadas por delitos vinculados al crimen organizado, corrupción, lesa humanidad, de forma que la concesión o no de la institución revista un carácter declarativo, humanitario y apolítico. Si quedara al arbitrio de los Estados, la aceptación o no de las solicitudes generaría impunidad, en el caso de Jorge Glas quien traslado de la embajada mexicana a prisión de máxima seguridad con el fin de que cumpla su sentencia y comparezca a otro caso de corrupción denominado Metástasis.

			El 29 de abril de 2024, Ecuador demandó a México ante la CIJ por el otorgamiento de asilo diplomático a Jorge Glas ya que lo considera ilícito, debido a que está cumpliendo sentencia condenatoria por delitos que no se vinculan con motivos de persecución política, lo cual contraviene el derecho internacional. De forma que el otorgamiento y concesión de asilo diplomático en caso de solicitantes que han cometido delitos comunes y de corrupción no reviste de un carácter meramente declarativo, humanitario y apolítico, como sí sucede en situaciones de persecución y represión política. Por lo anterior, es clave que las convenciones interamericanas sobre asilo se pueden adecuar de forma que se aseguren los principios y derechos en la materia.

			4. Conclusiones

			El asilo es aquella protección que un Estado concede a favor de personas consideradas como delincuentes o perseguidos políticos, consistente en un refugio que dicho Estado otorga al delincuente, sea que se encuentre bajo la jurisdicción local (territorial) o en una embajada (diplomático).

			De los casos analizados, Assange y Glas, se considera que el derecho de asilo diplomático para su efectiva aplicación requiere de la actualización y adecuación normativa, así como  de mecanismos reglamentarios de carácter universal y regional. Esto establecería criterios comunes entre Estados en cuanto a cómo, cuándo y por qué procede la concesión de asilo diplomático, sirviendo de insumo cuando existan discrepancias entre uno y otro Estado involucrado.

			En el caso en particular de Assange, se observa el temor de persecución fundado en el ejercicio de su profesión como periodista y la información difundida que afectó a la opinión pública de determinados gobiernos. En ejercicio de su derecho de asilo diplomático, fue acogido en la embajada ecuatoriana en Londres durante varios años; no obstante, el otorgamiento de salvoconducto por parte del Gobierno británico impidió que pudiera ingresar al Estado ecuatoriano. Más tarde, el Estado ecuatoriano, a través de un nuevo gobierno con una nueva coyuntura política, decidió revocar el asilo y la nacionalidad otorgada. Pese a que es una facultad soberana, es necesario resaltar que tanto el ordenamiento jurídico interamericano como el nacional no prevén los principios y normas que garanticen el respeto irrestricto de personas reconocidas como asiladas políticas-diplomáticas, lo cual son vacíos a considerarse.

			En cuanto al caso de Glas, se observa que la concesión de asilo diplomático otorgada por el Estado mexicano resulta contraria a lo estipulado por la Convención de Naciones Unidas sobre delincuencia organizada. Si bien la concesión es una facultad del Estado otorgante, es necesario que se cumplan requisitos como motivos de persecución política y el temor por la vida, integridad y libertad, que en el caso del político ecuatoriano debido a los delitos de corrupción por los cuales fue sentenciado no es pertinente. No obstante, el Estado ecuatoriano irrumpió en contra del principio de inviolabilidad e inmunidad de misión diplomática, una obligación de buena fe que los Estados deben cumplir dentro de sus relaciones diplomáticas. El fallo que termine la responsabilidad internacional está pendiente por la CIJ.
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			El rol de la justicia indígena en la jurisdicción penal ecuatoriana

			Jhony Toaquiza

			1. Introducción

			Ecuador fue fundado y, a la vez, adquirió su institucionalización en el año 1830. Desde entonces, existen aproximadamente veinte Constituciones con diferentes orientaciones ideológicas: “conservadora, liberal, corporativista, republicana, civil, militar, etc., pero ninguna dio lugar al reconocimiento del conjunto de aspiraciones de derechos reclamados por los pueblos indígenas” (Reynoso, 2019, p. 4). En breves rasgos, la extinta Constitución Política de la República del Ecuador (1998) sí reconoció derechos colectivos. El artículo 191, por primera vez, creó competencias jurisdiccionales para que las autoridades de los pueblos indígenas solucionen conflictos internos, aplicando normas y procedimientos propios de su localidad.

			A pesar de aquello, la inestabilidad democrática del país impidió que la institución de la justicia indígena alcanzara un sólido desarrollo en la práctica. En esta línea, la actual Constitución de la República del Ecuador (CRE o la Constitución) de 2008, instaura un conjunto de derechos humanos colectivos para los pueblos indígenas como una de las vertientes del pluralismo jurídico en construcción. El artículo 171 consagra y ratifica la potestad jurisdiccional de los pueblos indígenas, limitando a la jurisdicción ordinaria a conocer este tipo de conflictos.

			Así, surgen nuevos paradigmas para el desarrollo de la administración de justicia en Ecuador. Un claro ejemplo se encuentra en el artículo 167 de la CRE, permitiendo solo a los órganos de la función judicial la potestad de administrar justicia, salvo algunas excepciones. La justicia indígena contemplada en el artículo 171 es una excepción a esta regla. Consiste en administrar justicia por fuera de la jurisdicción ordinaria debido a la diversidad étnica y cultural, donde una significativa proporción de la población pertenece a pueblos indígenas.

			Por tal motivo, su reconocimiento refleja el respeto a la autodeterminación y el respeto colectivo a los pueblos indígenas, garantizando su participación activa en la administración de justicia como un medio alternativo para solucionar conflictos. Esta noción fue dada a nivel internacional por el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales (1989), donde se expidieron las primeras reglas para que los Estados adecúen en sus ordenamientos jurídicos. 

			En este orden de ideas, la coexistencia de la justicia indígena y ordinaria en materia penal en Ecuador plantea desafíos significativos en términos de competencia, reconocimiento y aplicación de principios jurídicos. Aunque la CRE regula la jurisdicción indígena, existen tensiones en la práctica al resolver sus conflictos internos, especialmente cuando se trata de delitos que atenten contra la vida. Las discrepancias se dan, principalmente, por la falta de reconocimiento de su derecho propio correspondiente a la legitimación del procedimiento y las autoridades indígenas. En consecuencia, la justicia ordinaria tiene capacidad para cambiar la resolución dictada cuando considera que es contraria a la Constitución; sin embargo, ipso facto, puede ocasionar vulneraciones de derechos constitucionales, tanto individuales como colectivos de estos pueblos. Un esquema de asignación de recursos por parte del Estado puede ser el argumento para la formulación de una política pública para la efectiva implementación de la justicia indígena.

			Esta investigación busca analizar y evaluar el rol de la justicia indígena en la jurisdicción penal ecuatoriana, identificando sus fortalezas, desafíos y la interacción con el sistema de justicia penal ordinario. El fin es proponer soluciones que permitan una coexistencia armoniosa y efectiva entre ambos sistemas, respetando los derechos y la autonomía de los pueblos indígenas. Por lo expuesto, se intentará responder a la siguiente interrogante: ¿cuál es el rol de la justicia indígena en la jurisdicción penal ecuatoriana?

			

			Mediante una metodología cualitativa, nivel de investigación descriptiva, método hermenéutico y técnica de revisión documental, se concluye que la justicia indígena tiene competencia para juzgar delitos que atenten contra la vida con base en lo prescrito en el artículo 171 de la CRE, lo que garantizaría que las comunidades indígenas sean juzgadas con procedimientos y sanciones que respeten su derecho propio. Sin embargo, la Corte Constitucional del Ecuador (CCE) en sus sentencias ha indicado que tal jurisdicción no es compatible para juzgar delitos graves que atenten contra el derecho a la vida, a pesar del amplio reconocimiento de los instrumentos internacionales y la propia Carta Magna.

			2. Desarrollo

			El Estado ecuatoriano se encuentra dividido por cinco funciones encargadas de la organización y división del poder institucional.1 La potestad de administrar justicia corresponde a la Función Judicial y a la Justicia Indígena. Según el artículo 177 de la Constitución, está función está fragmentada en “órganos jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos auxiliares y órganos autónomos” con el propósito de establecer su estructura, funciones, atribuciones, competencias y todo lo necesario para la adecuada administración de justicia. Sin embargo, el imperio natural de impartir justicia solo corresponde a los jueces del órgano jurisdiccional, compuesto por la “Corte Nacional de Justicia, cortes provinciales de justicia, tribunales y juzgados y los juzgados de paz” (CRE, 2008, art. 178).

			El texto constitucional evidencia dos principios fundamentales sobre la base de los cuales se estructura y organiza el poder judicial: unidad jurisdiccional y juez legal. En relación con la unidad jurisdiccional, la CRE en el artículo 168.3 dispone que “en virtud de la unidad jurisdiccional, ninguna autoridad de las demás funciones del Estado podrá desempeñar funciones de administración de justicia ordinaria, sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas por la Constitución”. Esta disposición permite identificar dos exigencias contenidas en el principio en mención:

			

			
					Ninguna otra autoridad de las demás funciones del Estado puede administrar justicia (jurisdicción ordinaria).

					La administración de justicia también atañe a las funciones judiciales especiales reconocidas en la Constitución (jurisdicción especial).

			

			La primera exigencia implica que únicamente el órgano competente de la función judicial puede administrar justicia. En concreto, el artículo 167 de la CRE encomienda el poderío de administrar justicia a esta función. A la vez, esta disposición tiene relación directa con el principio de juez legal, lo que significa que la “Constitución y las normas procesales de carácter organizativo son las que fijan o predeterminan los órganos jurisdiccionales con competencia en cada materia” (Cucarella, 2024, p. 26). 

			Además, el segundo apartado del artículo 167 (ibid.) establece la segunda exigencia de la unidad jurisdiccional; puesto que no solo el órgano jurisdiccional del poder judicial puede administrar justicia, sino también “los demás órganos y funciones establecidos en la Constitución” que se caracterizan por tener jurisdicción especial y están integrado por la Corte Constitucional, el arbitraje y la justicia indígena. Por lo tanto, la exigibilidad de los derechos en Ecuador se puede reclamar tanto en la jurisdicción ordinaria y en las jurisdicciones especiales.

			Ahora bien, la Constitución “reconoce el derecho de los pueblos y nacionalidades indígenas del Ecuador a conservar y desarrollar su derecho propio, así como la administración de este, mediante sus instituciones ancestrales” (CRE, 2008, art. 57.10), instituyendo así la justicia indígena como parte de la jurisdicción especial. En este contexto, el artículo 171 de la CRE dispone que:

			Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y decisión de las mujeres. Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus conflictos internos […] que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos humanos reconocidos en instrumentos internacionales […]. 

			

			En la misma línea, el Código Orgánico de la Función Judicial (COFJ) dispone que:

			Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio o consuetudinario, dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y decisión de las mujeres. Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus conflictos internos […] que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos humanos reconocidos en instrumentos internacionales. No se podrá alegar derecho propio o consuetudinario para justificar o dejar de sancionar la violación de derechos de las mujeres. (COFJ, 2009, Art. 343)

			Las disposiciones aludidas habilitan a las autoridades indígenas para resolver sus conflictos internos con base en la potestad jurisdiccional emanada del derecho consuetudinario, del cual emergen dos premisas:

			
					Las autoridades indígenas tienen potestad jurisdiccional con competencia amplia para resolver conflictos.

					Las decisiones de las autoridades indígenas están sujetas a revisión cuando sean contrarias a la Constitución y a los derechos humanos de los instrumentos internacionales.

			

			En la primera premisa, dicha potestad nace del ámbito internacional con el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales, con el objeto de ratificar los derechos de estos pueblos, y entró en vigor en Ecuador con la resolución legislativa publicada en el Registro Oficial No. 304, el 24 de abril de 1998.2 En su artículo 8, manifiesta “la obligación de los Estados de respetar el derecho consuetudinario ancestral, sobre todo tomarlo en consideración antes de la aplicación de la legislación nacional a los miembros de comunidades indígenas” (OIT, 1989). Mientras que el artículo 9 (ibid.) estipula:

			[…] 1. En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros. 2. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia. (OIT, 1989, art. 9)

			Las disposiciones citadas permiten entender que los Estados, al “aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados, deben tomar en cuenta sus costumbres o su derecho consuetudinario” (OIT, 1989). Por su parte, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) ha señalado que cada Estado debe asegurar que los “miembros de los pueblos indígenas y tribales gocen efectivamente de todos los derechos humanos, en pie de igualdad con el resto de la población” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos [CIDH], 2009). El artículo 1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) dispone que el “Estado está obligado a respetar y garantizar a las personas bajo su jurisdicción el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos”. En este sentido, para acceder a la jurisdicción indígena, las personas deben ser de estos pueblos y la decisión tomada debe basarse en el contenido del derecho consuetudinario. En la Guía de Aplicación del Convenio No. 169, la OIT explica que los elementos que definen a un pueblo indígena son tanto objetivos como subjetivos:

			subjetivos; los elementos objetivos incluyen: (i) la continuidad histórica, v.g. se trata de sociedades que descienden de los grupos anteriores a la conquista o colonización; (ii) la conexión territorial, en el sentido de que sus antepasados habitaban el país o la región; y (iii) instituciones sociales, económicas, culturales y políticas distintivas y específicas, que son propias y se retienen en todo o en parte. El elemento subjetivo corresponde a la autoidentificación colectiva en tanto pueblo indígena. (art. 28)

			Con estos elementos, más la aplicación del derecho consuetudinario junto con su contenido mínimo desarrollado en cada pueblo, surge la obligación de los Estados de respetar la jurisdicción indígena. De esta manera, el Estado ecuatoriano ha cumplido con la obligación de incluir en el ordenamiento jurídico interno la justicia indígena. Por otro lado, en cuanto a su competencia para conocer conflictos, esta es amplia, siendo aplicable con el solo hecho de i) ser un conflicto interno,3 ii) que se suscite entre los miembros de estos pueblos y iii) que altere el orden colectivo.4 Por ello, los instrumentos internacionales de derechos humanos, la CRE y las normas infraconstitucionales no han establecido algo concreto respecto a los límites de competencia por materias;5 por lo tanto, se podría hablar de un reconocimiento tácito de la aplicabilidad de la justicia indígena en todos los ámbitos.

			Bajo este criterio internacional y nacional, resulta sencillo llegar a la conclusión de que los conflictos relacionados con delitos son aplicables en la jurisdicción indígena. Por ejemplo, si dos personas se autodefinen como indígenas y realizan alguna acción que constituya delito, se convierten en sujeto activo y pasivo y pueden hacer uso del derecho consuetudinario en el ámbito penal.

			En relación con la segunda premisa, se puede colegir que el artículo 171 de la CRE impone la potestad de revisión de las decisiones del derecho indígena únicamente cuando el respeto a la Constitución y los Derechos Humanos haya sido vulnerado. El inciso dos establece que las mismas “estarán sujetas al control de constitucionalidad”, además de instaurar que las relaciones entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria serán de “coordinación y cooperación” y no de subordinación. Al respecto, autores como Cordero & Yépez (2015) opinan:

			Bajo el principio de que toda decisión estatal, incluidas las decisiones judiciales, deben estar sujetas al control constitucional y a la garantía de los derechos constitucionales, la jurisdicción indígena, al ser una de las formas en que el Estado plurinacional administra justicia, era lógico suponer que se podrían presentar acciones extraordinarias de protección contra decisiones de la jurisdicción indígena. Sin embargo, el tipo de demandas que podrían ser admitidas no irían en la misma línea de las demandas por violaciones al debido proceso legal, sino al debido proceso desde las prácticas de cada pueblo o a la violación de los derechos humanos interpretados en clave intercultural. (p. 177)

			En suma, el único mecanismo constitucional de revisión de decisiones de justicia indígena está asentado en los artículos 65 y 66 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (LOGJCC), donde los legisladores recogieron expresamente la figura de la Acción Extraordinaria de Protección (AEP) contra decisiones de la justicia indígena. De igual forma, para el ejercicio de esta acción se podrá acudir directamente a la Corte Constitucional del Ecuador (CCE) en el plazo de 20 días a partir de que se conozca la decisión de la comunidad. Los principios que rigen esta acción son los de interculturalidad, pluralismo jurídico, autonomía, debido proceso y oralidad. La Corte podrá valerse de opiniones técnicas que le permitan evaluar interculturalmente los hechos y las normas aplicables.

			Una vez determinada la figura de la jurisdicción especial indígena, es importante conocer su rol al momento de ejercer competencias en materia penal. Para el efecto, cuando se habla de jurisdicción penal, hay que identificar que el procedimiento penal es ordinario y se diferencia de la indígena por su naturaleza. Por un lado, el proceso penal ordinario sigue las reglas del derecho occidental con normas emanadas y establecidas por la autoridad competente (Asamblea Nacional) como en el caso ecuatoriano, está regulado por el Código Orgánico Integral Penal (COIP) y las normas supletorias que rigen en todo el territorio nacional. Mientras tanto, la justicia indígena tiene su procedimiento propio, de acuerdo con la costumbre de cada pueblo.

			El propio COIP reconoce a la jurisdicción penal indígena en el artículo 5, numeral 9:

			El derecho al debido proceso penal [...] se regirá por los siguientes principios: [...] 9. Prohibición de doble Juzgamiento: ninguna persona podrá ser juzgada ni penada más de una vez por los mismos hechos. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena son considerados para este efecto. 

			Es decir, si existe un conflicto de naturaleza penal dentro de una comunidad indígena que afecta el orden social y sus autoridades lo resolvieron, los fiscales o jueces de la jurisdicción ordinaria son incompetentes para resolver el caso, de acuerdo con el principio non bis in ídem, siendo la única vía de impugnación la AEP. Incluso en la disposición transitoria se dice que las infracciones cometidas en las comunidades indígenas deberán proceder conforme a lo dispuesto en la Constitución, en los tratados e instrumentos internacionales, en el COFJ y en las leyes respectivas.6 Al ser instituciones jurídicas que se manejan por caminos distintos, la jurisdicción indígena busca la restauración espiritual.7 Varios autores mencionan que la concepción del derecho indígena se caracteriza por cambios constantes en la evolución de sus pueblos y por ello se debe observar los principios de solidaridad, reciprocidad y colectividad en la elaboración de la normativa del ordenamiento social y del surgimiento del Derecho Indígena en América Latina, reconocido en Ecuador8 (Díaz & Antúnez, 2016, p. 7). 

			Las tensiones entre estos dos sistemas de justicia nacen a partir de la jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional del Ecuador (CCE). En el año 2014, la sentencia No. 113-14-SEP-CC “sentó un nefasto precedente para el desarrollo del Estado plurinacional y el respeto de los derechos de los pueblos y nacionalidades indígenas del país” (Cordero & Yépez, 2015, p. 177). Trató el caso “La Cocha 2”,9 en el cual, en el centro urbano de la parroquia Zumbahua, cantón Pujilí, provincia de Cotopaxi: 

			

			El domingo 9 de mayo de 2010, día en que se celebraba una de las acostumbradas fiestas matrimoniales a los que generalmente concurren grandes cantidades de comuneros, Marco Antonio Olivo Pallo, joven de 21 años de edad, oriundo de La Cocha, se encontraba también entre los asistentes. El joven, habría tenido un altercado con cinco jóvenes de la comuna Guantopolo, a eso de las 20 horas aproximadamente, quienes con engaños lo sacaron del medio de la fiesta y lo llevaron hasta la plaza central, en donde, en pandilla, lo agredieron y uno de ellos lo estranguló. Para terminar el macabro acto, fue colgado de su propia correa en una verja de la plaza. La víctima fue encontrada por un familiar suyo, Alex Cunuhuay, quien después de hallarlo dio la voz de alarma y junto con otras personas, lograron trasladarlo al Hospital Claudio Benatti del lugar, en donde solamente se confirmó su deceso. (Ugsha, 2013, p. 62)

			Posteriormente, con base en los artículos 171 de la CRE y 343 del COFJ, las autoridades indígenas de las comunidades de La Cocha y Guantopolo conocieron el caso. El domingo 16 de mayo de 2010 y el domingo 23 de mayo de 2010, establecieron la culpabilidad de los cinco jóvenes indígenas de la comunidad de Guantopolo e impusieron las sanciones conforme a la justicia indígena. Sin embargo, fueron apresados el 4 de junio de 2010 y posteriormente liberados por un juez de la ciudad de Latacunga, debido al amparo de libertad interpuesto.

			Por estos antecedentes, el señor Olivo Palio presenta una demanda de AEP contra decisiones de justicia indígena en la CCE, donde “manifiesta que los cinco responsables del asesinato se sometieron a la justicia indígena por su propia voluntad y aceptaron que se les aplicara el sistema jurídico indígena”, (CCE, 2014, Sentencia No. 113-14-SEP-CC, p. 3) y luego se pretendía juzgarlos por la vía ordinaria, evidenciando así un proceso de doble juzgamiento. No obstante, la CCE, en resolución de la demanda presentada, dijo:

			[…] en un caso de homicidio la comunidad únicamente protege los efectos sociales y culturales del acto en la comunidad, en cambio el proceso penal de homicidio tutelaría el derecho a la vida de la persona fallecida. Lo que operó mediante una argumentación deficiente fue la limitación de la jurisdicción indígena, la cual en ningún caso podría a partir de aquella decisión resolver sobre un atentado en contra de la vida de uno de sus miembros. (CCE, 2014, Sentencia No. 113-14-SEP-CC, p. 65)

			

			Es decir, la Corte hizo prevalecer e impuso la visión occidental de la cárcel como única vía de reparación aceptable por la violación del derecho a la vida y, al hacerlo, desestimó la visión del Derecho Kichwa, donde prima la idea de reparación y restitución del infractor a la comunidad. Bajo el mismo argumento, de que la justicia indígena solo tutela el bien jurídico “equilibrio de la comunidad”, se podría en el futuro excluir a la justicia indígena prácticamente de todas las infracciones tipificadas en el COIP, por lo que quitó la competencia a la justicia indígena para juzgar delitos que atenten contra la vida de una persona. Esto constituye una modificación restrictiva y regresiva de la Constitución mediante la interpretación de la CCE, lo cual resulta a todas luces inconstitucional y violatorio de los derechos de los pueblos y nacionalidades indígenas del país.

			En la actualidad, la CCE mantiene la misma línea jurisprudencial, permitiendo que la jurisdicción penal ordinaria juzgue a personas que han cometido este tipo de delitos en sus pueblos, aplicando las reglas del COIP. En consecuencia, el rol de la justicia indígena en la jurisdicción penal debería ser aplicado antes del sometimiento a las reglas del derecho occidental. En el caso citado en párrafos anteriores, la propia CCE reconoció que el procedimiento que siguen para la resolución de conflictos dentro de una comunidad, de modo general, comprende varios momentos, a saber:

			
					Primera etapa (Willachiy o Willachina): Consiste en la demanda o denuncia que se realiza, ya sea ante el presidente, el Cabildo o directamente ante la Asamblea General. Esta etapa puede tener similitud con la fase de la investigación previa del proceso ordinario, donde se toma conocimiento de los hechos y se investiga el caso para determinar si existe o no delito.

					Segunda etapa (Tapuna o Tapuykuna): Una vez que se tiene conocimiento de la posible existencia de un delito, el proceso inicia formalmente con la convocatoria a una Asamblea General donde se da a conocer públicamente los hechos y detalles del caso. En esta etapa tiene lugar un período de averiguación o constatación de los hechos, en el cual se designan comisiones o comisionados que serán los encargados de llevar adelante la investigación y el esclarecimiento de los hechos.

					Tercera etapa (Ñawinchina o Chimpapurana): Cuando existen indicios, pruebas y testimonios que configuran los elementos materiales que confirman la denuncia, se reúne nuevamente la Asamblea General para tomar conocimiento de los resultados obtenidos y abrir un período de deliberación. En esta etapa pueden participar los implicados, las víctimas, sus familiares y personas de relevancia en la comunidad, así como también se pueden presentar testimonios y pruebas que se consideren pertinentes o solicitar una confrontación (careo) para contrastar las versiones de las partes.10

					Cuarta etapa (Kishpichirina): Una vez que hay suficiente claridad o certeza respecto de los hechos se procede en forma comunitaria a establecer la culpabilidad o inocencia. De ser el caso, se adoptan las medidas de solución o conciliación entre las partes, así como también aquellas medidas destinadas a la sanación del infractor. Para motivar la resolución, la Asamblea califica el acto denunciado, señala los autores o cómplices, determina las medidas reparatorias y las ejecuta.11

			

			Por lo tanto, existe un debido proceso y es precoz, como se evidencia en el caso expuesto, donde la denuncia se conoció el 9 de mayo de 2010 y fue ejecutada el 23 de mayo de 2010, durando aproximadamente 15 días, a diferencia de la jurisdicción ordinaria, que dura al menos un año para juzgar este tipo de delitos. Además, para entender a la justicia indígena como un verdadero derecho consuetudinario, durante su proceso se adhiere a las características fundamentales esgrimidas por Pérez (2010):

			La comunidad: Es más que la simple suma de individualidades; representa autoridad, unidad, organización, solidaridad, es vida y supervivencia.

			La autoridad: Los colectivos indígenas son seres humanos, dotados de pensamiento, saberes, pasiones, emociones y sentimientos, unidos en una comunidad por lazos de consanguinidad y vínculos sociales, culturales y filosóficos.

			La legislación: El Derecho Indígena cuenta con preceptos que se han mencionado anteriormente y que son aplicados a todos por igual, sin privilegios, discriminación y, peor aún, sin resentimientos. Algunas conductas han sido modificadas en función de las demandas sociales acordadas por la comunidad indígena.

			Las sanciones: También existen normas correctivas, mediante un sistema de sanciones simbólicas que en general busca restablecer el equilibrio social imperante en la comunidad, aclarando que es un sistema donde se privilegia la curación espiritual y la compensación. Se evitan sanciones penitenciarias prolongadas de reclusión por años tras las rejas, como ocurre en el sistema jurídico estatal.12 

			Los procedimientos: Inician con la denuncia, seguida de la investigación, la resolución, el correctivo, y no concluyen sino que holísticamente continúan con el seguimiento.

			Estos criterios permiten considerar a la jurisdicción penal indígena como un ente distinto de la ordinaria. Asimismo, respetar este derecho implica reconocer que los derechos constitucionales del imputado no son los mismos para este grupo, porque responden a realidades distintas. Una coordinación solo sería posible cuando, en la comisión del delito, una persona pertenezca a una comunidad indígena y la otra no, o viceversa. 

			3. Conclusiones

			La constitucionalización del derecho indígena en Ecuador se realiza mediante el artículo 57.10 de la CRE, el cual reconoce el derecho consuetudinario como una forma colectiva para mantener la armonía de cada comunidad, permitiendo crear su propia normativa. Asimismo, la justicia indígena goza de jurisdicción para resolver sus conflictos internos suscitados entre sus miembros.

			

			Además, el ordenamiento jurídico ecuatoriano contempla que las mismas autoridades indígenas sancionen a los miembros de su comunidad por los delitos cometidos dentro de la misma. El único requisito para habilitar dicha competencia es la existencia de un conflicto interno que altere la paz social de la comunidad, según las reglas establecidas por los instrumentos internacionales de derechos humanos. Por ello, la justicia penal indígena suele discrepar con la ordinaria, ya que se desarrollan en procesos distintos; la normativa de esta no surge de la creación legislativa, sino que responde a sus propias realidades, constituyendo un derecho independiente que busca la armonía del grupo.

			Una posible solución a este dilema podría ser un pronunciamiento de la CCE distinto al emitido en la Sentencia No. 113-14-SEP-CC, donde se reconozca que los procedimientos son diferentes porque responden a un sistema de elaboración de normativa propia, basada en la costumbre y las tradiciones. Esto garantizaría el derecho regulado en el artículo 171 de la CRE, estableciendo “mecanismos de coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria”, especialmente en casos donde la víctima y el agresor sean de distinta jurisdicción. Sin embargo, las prácticas indígenas podrían vulnerar derechos descritos en las leyes ordinarias, para lo cual está disponible la acción extraordinaria de protección, aunque la jurisdicción en sí no se ve afectada porque el artículo 57.10 de la CRE reconoce el derecho a crear una fuente normativa adecuada para tal efecto.

			Por último, es fundamental la asignación de políticas públicas que reintegren la competencia de juzgar delitos contra la vida a la jurisdicción indígena, ya que su naturaleza es reprimir al agresor y recuperar el orden social de la comunidad en el menor tiempo posible. Esto contrasta con la justicia ordinaria, donde un proceso de esta naturaleza puede tardar años y se centra en reprimir individualmente a la persona procesada. 
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						1	El título IV de la CRE menciona que la participación y organización del poder se encuentra dividido en cinco: Función Legislativa, Función Ejecutiva, Función Judicial y Justicia Indígena, Función de Transparencia y Control Social y Función Electoral.


						2	Dicho cuerpo normativo jugó un papel importante para el reconocimiento del derecho indígena no solo en nuestro país, sino en varios países de Latinoamérica. 


						3	Se entiende por conflicto interno a “toda acción o acto que desestabiliza la paz, la armonía y la tranquilidad de un colectivo o de una comunidad” (Carpio, 2020, p. 67).


						4	La jurisdicción especial indígena tiene la finalidad de recuperar el orden colectivo de la comunidad y para ello castiga a sus individuos. 


						5	Así, por ejemplo, la justicia ordinaria tiene la jurisdicción distribuida por materia (civil, familiar, penal, constitucional, electoral, etc.) para resolver un caso concreto.


						6	Para tal efecto, estas dos instituciones solo se relacionan en cuanto al respeto de los derechos establecidos en la CRE y los instrumentos internacionales, y, el respeto de la potestad jurisdiccional de cada una de ellas.


						7	La justicia ordinaria penal tiene como objetivo la imposición del poder punitivo castigando con penas de privación y reclusión de la libertad de las personas.


						8	Por lo tanto, no se puede hacer una comparación con la justicia ordinaria ya que son instituciones que crean su derecho propio.


						9	La denominación de “La Cocha 2” se debe a que, en la misma comunidad, en el año 2002, se llevó a cabo otro caso de administración de justicia por parte de las autoridades indígenas, relacionado con el asesinato del comunero Maly Latacunga. En esa ocasión, la justicia ordinaria, por primera vez, reconoció esta acción como válida.


						10	Para garantizar que la deliberación se base en datos ciertos y sea pública, comunitaria y abierta, todos los argumentos, pruebas y testimonios pueden ser impugnados durante la Asamblea.


						11	En esta fase, las mujeres desempeñan un papel muy activo, pues son ellas quienes ejecutan la resolución, incluyendo, de ser el caso, el castigo determinado por la Asamblea (Paktachina). Posteriormente, vendrá el aconsejador (kunak), quien solo o con la familia del infractor lo aconseja y reprende, haciéndole comprender el valor y el sentido de lo actuado, así como lo que debe resguardar, que ante todo es el buen vivir de la comunidad (ayllukuna alli kausay).


						12	Para la justicia indígena este tipo de sanciones no permiten que el infractor repare integralmente los hechos cometidos porque solamente pasará años y años encerrado en una cárcel y no podrá reintegrarse a la comunidad. (Llasag, 2015)


				

			
		

		

		
			Desplazados ambientales: una mirada en América Latina1

			Lía Weih Beltrán

			1. Introducción

			Este artículo analiza la situación migratoria de las personas que se ven obligadas a salir de sus países como consecuencia de los estragos del cambio climático en América Latina. El objetivo es evidenciar la falta de actualización de la normativa internacional en temas de migración, desplazamiento y refugiados. Además, se explora la posibilidad de otorgar la condición de refugiado a los desplazados medioambientales, mediante instrumentos de soft law, considerando que son un grupo vulnerable que ha comenzado a ser estudiado recientemente y cuyos derechos humanos no están plenamente garantizados. 

			La libertad de circulación es un derecho humano fundamental, reconocido internacionalmente y consagrado en el artículo 13 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. Este derecho no solo abarca la posibilidad de migrar, sino también la de buscar asilo y ser reconocido como refugiado ante situaciones críticas que obligan a las personas a salir de sus hogares. Estos movimientos migratorios, ya sea dentro de las fronteras del propio país o hacia otras naciones, a menudo representan la última esperanza de supervivencia para quienes huyen de la violencia, la persecución y los estragos del cambio climático.

			

			En Latinoamérica, se han producido éxodos migratorios debido a la desestabilización política, conflictos armados, crisis económicas y desastres naturales. Sin embargo, el desplazamiento causado por la crisis climática ha sido, en gran medida, ignorado. El calentamiento global ha aumentado la frecuencia de fenómenos meteorológicos extremos, obligando a más de 20 millones de personas a abandonar sus hogares cada año (Acnur, 2021). Estas personas se ven forzadas a desplazarse en busca de refugio ante los peligros del cambio climático, subrayando así la urgente necesidad de abordar sus consecuencias humanitarias.

			Ante las adversidades que enfrentan las personas afectadas por el calentamiento global, la protección internacional debería ser una prioridad. Sin embargo, tanto la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 como la Declaración de Cartagena de 1984 no consideran la crisis climática como una razón válida para obtener el estatus de refugiado, principalmente porque el cambio climático no era percibido como una problemática grave cuando estos cuerpos normativos fueron creados. Como resultado, estas personas permanecen en una situación de vulnerabilidad. Este artículo académico examina cómo la normativa regional y ecuatoriana aborda el tema de los desplazados climáticos y evalúa el nivel de protección disponible para ellos.

			Para desarrollar este planteamiento, se adoptó un enfoque metodológico cualitativo, utilizando principalmente la investigación documental. El contenido del trabajo se estructura en varias secciones: la primera proporciona información sobre la condición de migrante, desplazado o refugiado de las personas en movilidad humana debido al cambio climático; la segunda sección examina la normativa internacional, regional y ecuatoriana relevante, destacando la importancia de los instrumentos internacionales y su adaptación a las temáticas actuales; la tercera parte explora la necesidad de una definición precisa de este grupo poblacional y los desafíos que enfrenta América Latina en este contexto. El artículo concluye con la presentación de los resultados de la investigación y las conclusiones obtenidas.

			2. Movilidad humana y cambio climático

			Cada año, a escala mundial —con especial énfasis en África y América—, más de 20 millones de personas deben abandonar su hogar como consecuencia de los peligros que enfrentan por el cambio climático (Acnur, 2021). Comúnmente, se los conoce como migrantes; sin embargo, esta categoría no es la adecuada. Al enfrentar numerosos problemas, necesitan apoyo, protección y garantía de sus derechos, algo que no tienen debido a su incorrecta categorización dentro de la movilidad humana.

			Primero, es importante diferenciar a una persona migrante como aquella que deja su lugar habitual de residencia para establecerse temporal o definitivamente en otro destino, ya sea dentro del país o en el extranjero, con el objetivo de mejorar sus condiciones de vida (Unicef, 2016). Esta migración es voluntaria y no se origina por la huida de un peligro directo o persecución (Gutiérrez et al., 2020). Wood (1994) y Malgesini (2000) señalan que puede ser impulsada por inestabilidad política, crisis económicas, problemas medioambientales o conflictos étnicos. Por otra parte, una persona desplazada es aquella que se ve obligada o forzada a abandonar su lugar de residencia habitual como consecuencia de conflictos armados, violencia generalizada, violación a derechos humanos o catástrofes naturales o provocadas por el humano (OIM, 2019). Este desplazamiento ocurre por factores que impiden un desarrollo adecuado en su entorno, aunque no se configura como una categoría de refugiado (UNICEF, 2016). 

			En cambio, un refugiado es una persona que cruza una frontera internacional y no puede regresar a su país de origen porque su vida, dignidad o libertad están en riesgo. Este temor se basa en la persecución por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a un grupo social determinado u opiniones políticas,2 parámetros establecidos en la Convención sobre los Derechos de las Personas Refugiadas de 1951.3 Posteriormente, con la Declaración de Cartagena4 de 1984, se amplía el concepto de refugiado a quienes han huido de su país debido a amenazas a su vida o seguridad, violencia generalizada, agresión extranjera, conflictos internos, violación masiva de derechos humanos y otras circunstancias que perturben el orden público. 

			Comprendiendo la diferencia en la terminología, surge una nueva interrogante sobre cómo deben denominarse las personas que se encuentran en situación de movilidad humana como consecuencia de los estragos del cambio climático5 (Kälin, 2008). Tradicionalmente, la comunidad internacional las ha categorizado como migrantes medioambientales o desplazados (Rivera, 2023). No obstante, en círculos académicos y organizaciones defensoras de derechos humanos, se usa el término “refugiados climáticos”, con la intención de fomentar un cambio en la perspectiva internacional y garantizar protección a estas personas (OIM, 2019).

			En este contexto, es crucial comprender el desplazamiento por cambio climático como un fenómeno originado por condiciones medioambientales adversas que impiden el retorno a los países de origen, ya sea por la devastación sufrida o la persistencia de los fenómenos que lo provocaron (Myers, 2005; Stern, 2006). Además, estas personas pueden enfrentarse a problemas adicionales como la pobreza, la violencia o la falta de medios de subsistencia (Acnur, 2024).

			Otro punto esencial a clarificar en este artículo son los estragos del cambio climático. A pesar de las evidentes consecuencias de la polución y el desequilibrio medioambiental, es importante diferenciar los efectos del cambio climático, que provocan desplazamientos, de los desastres naturales y los procesos de origen antrópico. El cambio climático se define como la alteración de fenómenos meteorológicos debido a un desequilibrio ambiental, causado principalmente por la contaminación excesiva. Sus efectos incluyen extremos de temperatura, cambios en los ciclos de lluvia, sequías frecuentes, el deshielo de glaciares y la erosión costera (Pardell, 2012). Estos fenómenos generan desplazamientos de personas que no están protegidas por convenios internacionales, y cuyos derechos se ven vulnerados, a pesar de que los refugiados y desplazados están en la primera línea de la emergencia climática (Acnur, 2021). La crisis climática no solo aumenta los desplazamientos sino que también endurece las condiciones de vida para quienes huyen.

			3. Normativa aplicable en América Latina y Ecuador

			Para profundizar en la condición migratoria de quienes se desplazan por el cambio climático, es crucial reconocer que el derecho a buscar asilo está garantizado por la Declaración Universal de Derechos Humanos.6 Dos cuerpos normativos regulan el estatus de refugio: la Convención de 1951 y la Declaración de Cartagena. Ecuador se adhirió a la Convención en 1955 y, en 2014, la Corte Constitucional ordenó incorporar la definición ampliada de refugiado de la Declaración de Cartagena en la normativa nacional (Sánchez, 2020). La Convención de 1951 se complementa posteriormente con los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos (1998), que reconocen a los desplazados por desastres naturales y cambio climático,7 aunque solo dentro de sus propios países. En el contexto latinoamericano, la Declaración de Cartagena amplía la definición de refugiado,8 aunque no incluye explícitamente a quienes se desplazan por cambio climático. No obstante, algunas interpretaciones sugieren que, en ciertos casos, se los podría incluir si el cambio climático escala a la violencia o el conflicto.

			Es importante destacar el Pacto Mundial sobre los Refugiados (2018) y el Pacto Mundial sobre Migración (2018), que reconocen la necesidad de abordar la migración climática. Sin embargo, estos pactos no imponen obligaciones legales; en su lugar, ofrecen recomendaciones para modificar las normas internas y brindar apoyo a los países y poblaciones afectadas, aunque no contemplan el reconocimiento de un estatus de refugiado para los desplazados por motivos climáticos. Por otro lado, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha abordado este tema en la Resolución No. 3/2021 sobre la Emergencia Climática, que resalta el impacto de las crisis climáticas en los derechos humanos en América y reconoce la obligación de los Estados de mitigar el cambio climático. La CIDH subraya la necesidad de proteger a las personas desplazadas por el cambio climático, quienes enfrentan graves riesgos para su vida, integridad y acceso a recursos básicos.

			Conjuntamente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos no ha emitido sentencias que reconozcan la calidad de refugiado a los desplazados climáticos. No obstante, en casos como “Pueblos Indígenas Maya Kaqchikel de Sumpango contra Guatemala”9 y la Opinión Consultiva OC-23/1710 se ha desarrollado jurisprudencia relevante que aborda la necesidad de garantizar un ambiente sano, incluyendo, por extensión, a las personas desplazadas por el cambio climático.

			En el plano nacional, Ecuador no cuenta con una normativa específica que otorgue estatus de refugiado a los desplazados por cambio climático. No obstante, ha ampliado la protección de los migrantes a través de su marco normativo. La Ley Orgánica de Movilidad Humana (2017) es la legislación clave que regula la movilidad humana en el territorio, con base en definiciones y referencias de la normativa regional e internacional, y la constituyente. La Constitución de 2008, por su parte, reconoce el derecho de las personas a migrar, así como el derecho de asilo y refugio,11 siempre que estos estén en consonancia con los lineamientos de los instrumentos internacionales de derechos humanos, lo que excluye el estatus de refugiado por motivos climáticos. Además, establece la obligación del Estado de velar por los derechos de las personas en movilidad humana12 y garantizar un ambiente sano y equilibrado13 para toda la población, adoptando medidas para prevenir los fenómenos originados por el cambio climático y protegiendo a la población en riesgo.14 

			En el ámbito jurisprudencial ecuatoriano, cuyo máximo órgano es la Corte Constitucional del Ecuador, no existen casos que aborden directamente a los desplazados ambientales. Sin embargo, se han establecido pautas clave para la protección de quienes solicitan refugio y están en situación de movilidad humana.15 Con el creciente reconocimiento internacional de los impactos del cambio climático en los derechos humanos, es posible que, en el futuro, tanto la Corte IDH a escala regional, como la Corte Constitucional a nivel nacional, deban pronunciarse sobre desplazamientos forzados por causas climáticas. Esto establecería precedentes importantes al interpretar la normativa vigente a la luz de la Constitución y los tratados internacionales.

			Al analizar la normativa nacional e internacional, se evidencia la ausencia de disposiciones claras que otorguen estatus de refugiado a los desplazados por cambio climático. Sin embargo, esto no impide futuros cambios necesarios. La normativa debe evolucionar continuamente para enfrentar nuevos desafíos globales y permitir desarrollos legislativos adecuados. Reconocer a quienes se desplazan por el cambio climático como refugiados es esencial, ya que ofrecería una protección más integral tanto en los países receptores como en la región.

			4. Protección internacional: desafíos actuales

			Con base en el análisis realizado, es esencial reconocer que la normativa internacional debe adaptarse urgentemente para abordar los retos contemporáneos que plantea el cambio climático, en particular, la situación de los desplazados. La movilidad inducida por causas ambientales plantea nuevos motivos de protección jurídica que no están contemplados en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados o en la Declaración de Cartagena, pero que demandan una respuesta adecuada y efectiva (Giménez, 2020).

			

			La protección internacional para quienes huyen de peligros o violaciones de derechos humanos está vinculada al respeto y ejercicio de estos derechos (Solanes, 2020). La Agencia de la ONU para los Refugiados destaca que los migrantes afectados por crisis climáticas necesitan esta protección. Esta puede ser otorgada a través del estatus de refugiado, que es más completo, o como desplazado, que, aunque no ofrece protección internacional, reconoce el movimiento por causas de fuerza mayor. En ambos casos, se avanzaría en el ámbito legal y se garantizaría la protección de derechos para la permanencia de las personas en el país de acogida.

			América Latina enfrenta grandes desafíos, ya que los desplazados por el cambio climático forman un grupo poblacional en crecimiento. Este aumento se debe tanto a cambios globales como a la vulnerabilidad de la región ante fenómenos naturales, agravada por su ubicación geográfica. Es crucial, por tanto, crear herramientas que garanticen una vida digna para estas personas y aseguren el respeto y protección de sus derechos a escala internacional. Además, es fundamental recalcar que, a pesar de la relevancia de este tema en la actualidad, ha avanzado lentamente en los foros regionales sobre migración. Las discusiones hasta la fecha no han resultado en cambios significativos ni en la formulación de respuestas multilaterales sobre el estatus de refugiado para estas personas; más bien, los avances se han concentrado en el ámbito académico (Egea & Soledad, 2011).

			Uno de los principales desafíos en América Latina es determinar si un desplazamiento se debe exclusivamente al cambio climático o si influye la actividad humana que acelera la degradación ambiental (Giménez, 2020). Esta distinción es crucial para otorgar el estatus de refugiado de manera justa y adecuada. Además, es necesario asegurar que estos desplazados sean reconocidos legalmente como personas forzadas a migrar, evitando su clasificación como migrantes voluntarios. Esto es importante porque la condición de migrante limita la protección estatal, exponiéndolos a la falta de documentación legal y exclusión social.

			Lograr consensos regionales entre los estados más propensos a ser países de acogida será otro desafío. La falta de acuerdos internacionales vinculantes y la coordinación efectiva entre países complican la gestión de flujos migratorios asociados al cambio climático, generando inconsistencias en la protección (Solanes, 2020). Aunque cada país puede modificar su normativa interna, es esencial un marco regional común. Sin esta armonización, los países definirán discrecionalmente quiénes pueden recibir protección, los criterios para otorgarla y su duración, dejando a muchas personas sin garantías suficientes y sin protección contra la devolución.

			Aunque los visados y permisos de residencia humanitarios se han implementado para proteger a los desplazados ambientales, no resuelven del todo los éxodos transnacionales por cambio climático. Es así que en Ecuador una de las medidas implementadas en este sentido fue Visa de Residencia Temporal de Excepción para Ciudadanos Venezolanos (Virte). Implementada en el año 2019 y diseñada con el objetivo de regularizar a los migrantes que ingresaron al país por razones de crisis económica, política y social en su país de origen, Venezuela (Ministerio de Gobierno, 2019).

			Estos visados brindan protección temporal, pero no garantizan una vida digna completa (Pardell, 2012). El desafío es que los países desarrollen herramientas de protección adecuadas a sus realidades. Mientras se establece una normativa regional más completa, estos visados son cruciales para visibilizar la situación de los desplazados y crear respuestas adecuadas, como destacan Sánchez (2020) y García et al. (2014).

			De igual forma, incluir a los migrantes climáticos dentro de la categoría de refugiados presenta el desafío de aumentar la presión sobre los sistemas de asilo de los países receptores (Rivera, 2023). Este incremento en la demanda de asilo podría sobrecargar los recursos y capacidades de estos países, dificultando la gestión y el apoyo adecuado a un mayor número de solicitantes. Conjuntamente, uno de los retos más evidentes es el impacto profundo que los migrantes climáticos pueden tener en las comunidades receptoras. La saturación del mercado laboral, la presión sobre infraestructuras y la necesidad de adaptar políticas sociales son retos significativos (Giménez, 2020). Los Estados deben desarrollar planes para proteger los derechos de la población local y de los migrantes, ya sea en tránsito o asentados. Además, el aumento de la migración por desastres climáticos ejerce presión sobre recursos como vivienda, atención sanitaria y educación, intensificando la competencia por estos servicios limitados.

			Así, el desafío no solo radica en mitigar los efectos del cambio climático, sino también en abordar las necesidades de una población históricamente afectada por un entorno adverso. América Latina debe enfrentar estos retos a través de una unión regional que prevenga los éxodos climáticos y adapte las normativas internas para proteger a quienes lleguen a sus países. Es crucial desarrollar estrategias integrales para prevenir el desplazamiento forzado y preparar a la región para ofrecer protección internacional o estatus de refugiado, garantizando así el bienestar y los derechos de los afectados en un contexto de creciente movilidad climática.

			5. Conclusiones

			La necesidad de aplicar el estatus de refugiado a los desplazados por el cambio climático es evidente, pues requieren protección internacional más allá de la categoría de migrante. La creciente preocupación por los desplazados ambientales resalta la urgencia de establecer un consenso regional que defina claramente su estatus y garantías. La formulación de un marco de protección internacional específico, ya sea mediante un instrumento regional o una ampliación de la Declaración de Cartagena, es crucial para abordar adecuadamente esta problemática.

			El cambio climático, como crisis global, está impulsando la necesidad de desarrollar un marco normativo que garantice protección adecuada para los desplazados ambientales. Aunque los visados y permisos humanitarios representan un paso inicial, es fundamental establecer normas más completas que respondan de manera efectiva a los desafíos que enfrentan estas poblaciones en crecimiento. El avance en la normativa debe reflejar un compromiso serio con la protección y el respeto de los derechos de quienes migran debido a desastres naturales.

			Para asegurar una protección integral de los desplazados por el cambio climático, es indispensable que cualquier avance normativo a nivel nacional se articule dentro de un marco regional común. La falta de armonización puede llevar a una aplicación desigual de las normas de protección, aumentando la vulnerabilidad de los desplazados. Un enfoque regional cohesivo permitirá una respuesta más efectiva y equitativa, mitigando los efectos adversos del cambio climático y garantizando los derechos de quienes se ven forzados a migrar. En última instancia, la creación de un marco regional coherente y robusto no solo es una cuestión de justicia y derechos humanos, sino también una inversión en la estabilidad y dignidad global frente a una crisis climática sin precedentes.
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						1	Los resultados presentados en este artículo son parte de un trabajo académico realizado para culminar el curso de Escritura académica orientada a la publicación de artículos de la IAEN, en agosto de 2024. Este material fue realizado exclusivamente por Lía Cayetana Weih Beltrán, quien se reserva los derechos de autor y conexos de este trabajo, titulado como “Desplazados ambientales. Una mirada en América Latina”.


						2	Artículo 1, letra A, numeral 2 de la Convención de 1951, en donde se establece que “(…) el término ‘refugiado’ se aplicará a toda persona: Que, como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1.ero de enero de 1951 y debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a esa protección. (…)”.


						3	La Convención de Ginebra de 1951, conocida como el Estatuto de los Refugiados, fue creada tras la Segunda Guerra Mundial con el objetivo de brindar protección internacional y asistencia a las víctimas de guerra (Acnur, 2019). Se la adoptó en Ginebra, Suiza, el 28 de julio de 1951 por la Organización de Naciones Unidas, y entró en vigor el 22 de abril de 1954. 


						4	La Declaración de Cartagena sobre los refugiados fue adoptada por el Coloquio sobre la Protección Internacional de los Refugiados en América Central, México y Panamá, con fecha 22 de noviembre de 1984 en Cartagena de Indias, Colombia.


						5	Antonio Guterres (2008), secretario general de las Naciones Unidas, identifica cinco causas comunes de movilidad humana como consecuencia del cambio climático: desastres hidrometeorológicos de aparición rápida; degradación ambiental y desastres de aparición lenta; zonas de alto riesgo inaptas para el asentamiento humano, designadas por los gobiernos; hundimiento de estados insulares; y conflictos armados provocados por la disminución de recursos naturales.


						6	La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 es el principal instrumento internacional de derechos humanos. Junto con este, el derecho al refugio es garantizado en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el derecho internacional consuetudinario (principio de no devolución). En el contexto africano, la Declaración de Kampala de 2009 es el primer instrumento en hablar sobre refugiados climáticos.


						7	En la sección de anexos de los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos, numeral 2 se establece que “Se entiende por desplazados internos a las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano.”


						8	La tercera conclusión de la Declaración de Cartagena establece que “en vista de la experiencia recogida con motivo de la afluencia masiva de refugiados en el área centroamericana, se hace necesario encarar la extensión del concepto de refugiado que (…) considere también como refugiados a las personas que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público.”


						9	El caso Pueblos Indígenas Maya Kaqchikel de Sumpango y otras comunidades contra Guatemala, emitido por la Corte IDH, subraya la conexión entre un medioambiente sano y los derechos humanos, estableciendo que la degradación ambiental viola estos derechos y que es responsabilidad del Estado protegerlo. Esto podría influir en futuros casos de desplazamiento por razones ambientales, estableciendo una base de responsabilidad para los estados en contextos de cambio climático.


						10	La Opinión Consultiva OC-23/17 de la Corte IDH reconoce que la degradación ambiental, agravada por el cambio climático, afecta directamente los derechos a la vida, integridad y salud. Afirma que los Estados tienen la obligación de prevenir, mitigar y reparar daños ambientales que impacten los derechos humanos. Aunque no aborda explícitamente el desplazamiento, este dictamen avanza en la protección de personas afectadas por el cambio climático.


						11	La Constitución en su artículo 40 se establece que “se reconoce a las personas el derecho a migrar (…)”. Asimismo, en el artículo 41 se menciona que “se reconocen los derechos de asilo y refugio, de acuerdo con la ley y los instrumentos internacionales de derechos humanos. Las personas que se encuentren en condición de asilo o refugio gozarán de protección especial que garantice el pleno ejercicio de sus derechos.”


						12	El artículo 392 remarca que “el Estado velará por los derechos de las personas en movilidad humana y ejercerá la rectoría de la política migratoria a través del órgano competente […]”


						13	El artículo 14 establece el derecho a un ambiente sano y equilibrado, y menciona la necesidad de adoptar medidas de prevención frente al cambio climático. A pesar de no mencionar directamente a los refugiados climáticos, es un punto de referencia para la protección del medioambiente y los derechos asociados.


						14	El artículo 414 remarca que “el Estado adoptará medidas adecuadas y transversales para la mitigación del cambio climático, mediante la limitación de las emisiones de gases de efecto invernadero, de la deforestación y de la contaminación atmosférica; tomará medidas para la conservación de los bosques y la vegetación, y protegerá a la población en riesgo”. Población de riesgo son las personas que sufren las consecuencias del cambio climático. 


						15 En la Sentencia No. 002-14-SIN-CC se reafirma la protección constitucional al derecho al asilo y refugio en Ecuador. En la Sentencia No. 001-10-SIN-CC existe un enfoque en la protección del medioambiente, donde el derecho a un ambiente sano se interrelaciona con otros derechos humanos. La Sentencia No. 7-18-CN/19 de la Corte reafirma la importancia de proteger a quienes están en situación de movilidad humana. Aunque no trata directamente el tema de refugiados climáticos, podrían ser relevantes en futuras decisiones sobre el desplazamiento por cambio climático.
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Cuadernos de Estudiantes sigue consolidandose como la plataforma
que visibiliza investigaciones de personas que han estudiado e
investigado en el IAEN. Esta iniciativa democratiza las oportunida-
des de publicacion sin perder rigor académico y editorial, y muestra
el punto de vista de personas que se interesan y proponen ideas
frescas sobre medioambiente, género, derecho, drogas y politica
diplomética, solo por mencionar los temas de este ntimero.

Este tercer volumen tiene, ademas, un valor agregado: combina los
resultados de investigaciones realizadas en la universidad con las
herramientas adquiridas en el curso abierto de escritura académica
impartido el verano pasado. Los temas no solo eran interesantes,
sino que se exponian y discutian en clase, mientras que los textos
se afinaban mediante intercambios tutoriales que perfeccionaban
las ideas y su comunicabilidad.

Este y los niimeros anteriores se encuentran en el repositorio digital
de acceso abierto Mirada Pdblica, cuyo objetivo es comprender
problematicas mediante el conocimiento académico e implementar
soluciones por medio de aplicaciones précticas. Esperamos que el
publico lector aproveche este acercamiento renovado a temas y
conocimientos socialmente relevantes.
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